
Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca,
Centro Empresarial Chipichape

+57 315 577 6200 - 602-6594075
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69

+57 3173795688 - 601-7616436

         

Honorable, 

CONSEJO DE ESTADO (REPARTO) 
secgeneral@consejodeestado.gov.co

REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES
ACCIONANTE:  LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS

ACCIONADO: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE VALLE DEL CAUCA

ASUNTO: VULNERACIÓN DEL DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD (Art.

13 C.P.) DEBIDO PROCESO (Art. 29 C.P.). Y ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN

DE JUSTICIA (Art. 229 C.P.)

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad,  vecino de Cali,  identificado con la

cédula de ciudadanía No. 19.395.114 expedida en Bogotá, abogado en ejercicio y portador de la

Tarjeta Profesional No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi calidad de

apoderado especial de LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS, conforme al poder que

se allega junto con este escrito, de manera respetuosa me dirijo a su despacho, en los términos

del artículo 86 de la Constitución Política y del Decreto 2591 de 1991, para interponer ACCIÓN
DE TUTELA en contra del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE VALLE DEL CAUCA, con el fin de

que se AMPAREN los derechos fundamentales a la IGUALDAD, DEBIDO PROCESO y ACCESO
A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA de mi representada, previstos en los artículos 13, 29 y

229  de  la  Constitución  Política,  vulnerados  por  la  autoridad  judicial  accionada  al  interior  del

proceso de Reparación Directa adelantado por el señor DUVAR ALEXIS QUIÑONEZ CUERO Y
OTROS en contra del HOSPITAL UNIVERSITARIO DEL VALLE “EVARISTO GARCÍA” E.S.E y

Otros bajo el radicado No. 76001-33-33-018-2016-00189-01, donde mi poderdante fue llamada en

garantía;  y,  en consecuencia,  se  ORDENE a  la autoridad judicial  accionada  PROFERIR UNA
DECISIÓN DE REEMPLAZO de la Sentencia sin número del 28 de junio de 2024. Lo anterior,

de conformidad con los fundamentos fácticos y jurídicos que se exponen a continuación.

I. COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA PRESENTE ACIÓN DE TUTELA  

El Honorable Consejo de Estado, es competente para conocer de la presente acción de tutela

contra  providencias  judiciales  de  acuerdo  con  las  disposiciones  constitucionales,  legales  y

reglamentarias vigentes. Lo es, en la medida en que el artículo 1º del Decreto 333 de 2021, que

modificó el artículo 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015 frente a las reglas de reparto de la

acción de tutela, dispone lo siguiente:

ARTÍCULO  1°.  Modificación  del  artículo  2.2.3.1.2.1  del  Decreto  1069  de  2015.
Modifíquese  el  artículo  2.2.3.1.2.1  del  Decreto  1069  de  2015,  el  cual  quedará  así:
“ARTÍCULO 2.2.3.1.2.1. Reparto de la acción de tutela. Para los efectos previstos en el
artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los
jueces  con  jurisdicción  donde  ocurriere  la  violación  o  la  amenaza  que  motivare  la
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presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes
reglas:

(…) 

5.  las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunal serán repartidas,
para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional de la
autoridad jurisdiccional accionada. (énfasis añadido).

En virtud de lo anterior, y en la medida en que el H. Consejo de Estado es el respectivo superior

funcional  del  Tribunal  Administrativo  de  Valle  del  Cauca,  se  tiene  que  el  alto  tribunal  de  la

jurisdicción  de  lo  contencioso  administrativo  es  competente  para  conocer  la  presente  acción

constitucional de amparo.

II. FUNDAMENTOS   FÁCTICOS  

II.1. HECHOS DE LA ACTUACIÓN EXTRAJUDICIAL

II.1.1. El día  07 de abril  de 2016,  mediante apoderado judicial,  los señores DUVAR ALEXIS

QUIÑONEZ CUERO, LIZETH JOHANNA QUIÑONEZ CUERO, ROSENDO QUIÑONEZ y

los primos menores de edad del  nasciritus JEAN DEIVID Y AILIN YIRETH QUIÑONEZ

APONZA presentaron solicitud de conciliación extrajudicial convocando a la Red de Salud

del Oriente E.S.E, Hospital Universitario del Valle “Evaristo García” E.S.E., y EMSSANAR

ESS. De dicha solicitud conoció la Procuraduría 58 Judicial I para Asuntos Administrativos

de Cali  quien el  02 de mayo de 2016 declaró fallido el  trámite conciliatorio  y  expidió

constancia  dando  por  agotado  el  requisito  de  procedibilidad  exigido  para  acudir  a  la

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.

II.2. HECHOS DE LA ACTUACIÓN JUDICIAL

II.2.1. El día  08 de julio de 2016 ,  mediante apoderado judicial  lo  señores DUVAR ALEXIS

QUIÑONEZ CUERO, LIZETH JOHANNA QUIÑONEZ CUERO, ROSENDO QUIÑONEZ y

otros,  instauraron demanda en contra de la  Red de Salud del  Oriente E.S.E,  Hospital

Universitario del Valle “Evaristo García” E.S.E.,  y EMSSANAR ESS, solicitando que se

declarara administrativa y patrimonialmente responsable por los hechos que concluyeron

en el deceso del nasciturus cuya madre era la señora Lizeth Johanna Quiñonez Cuero, el

día 14 de mayo del 2015.

II.2.2. El 18 de julio de 2016 el Juzgado Dieciocho (18º) Administrativo Oral del Circuito de Cali,

mediante Auto Interlocutorio, admitió la demanda de la referencia.
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II.2.3. Como se observa de los hechos relevantes y la actuación procesal traída a colación,  la

reclamación al asegurado se hizo por primera vez el 07 de abril de 2016 (con el envío del

traslado de la solicitud de conciliación) es decir,  se formuló por fuera del límite temporal

pactado en la Póliza No. 1010647, la cual comprendía una vigencia del 15 de febrero de
2015 al 01 de abril de 2016, dejando por fuera la cobertura.

II.3. HECHOS  DEL  LLAMAMIENTO  EN  GARANTÍA  REALIZADO  POR  EL  HOSPITAL
UNIVERSITARIO DEL VALLE “EVARISTO GARCÍA” E.S.E., – A LA PREVISORA S.A.
COMPAÑÍA DE SEGUROS

II.3.1. El Hospital Universitario del Valle “Evaristo García” E.S.E., tomó con La Previsora S.A.

Compañía de Seguros un seguro de responsabilidad,  regulado por  nuestro Código de

Comercio,  entre otros,  por  el  artículo 1131,  y  que se documentó  en la  Póliza Seguro

Responsabilidad Civil No. 1010647.

II.3.2. El día 13 de enero de 2017, el Hospital Universitario del Valle “Evaristo García” E.S.E.,

presentó  contestación  de  la  demanda  y  llamó  en  garantía  a  la  PREVISORA  S.A.

COMPAÑÍA DE SERGUROS en virtud de la Póliza No. 1010647.

II.3.3. El 10 de febrero de 2017, el Juzgado Dieciocho (18º) Administrativo Oral del Circuito de

Cali,  mediante  Auto  Interlocutorio  No.  109  resuelve,  entre  otras  cosas  “Admitir  el

llamamiento en garantía realizado por el Hospital Universitario del Valle “Evaristo García” y

la Red Salud del Oriente E.S.E contra la aseguradora La Previsora S.A. Compañía de

Seguros, en el porcentaje señalado en las pólizas referidas”

II.3.4. El día 09 de marzo de 2017, La Previsora S.A. Compañía de Seguros contestó en término

la demanda y el llamamiento en garantía formulado por la Red de Salud del Oriente E.S.E

y el Hospital Universitario del Valle “Evaristo García” E.S.E, excepcionando, entre otras

cosas, la inexistencia de cobertura de la Póliza No. 1010647.

II.3.5. El día 28 de agosto de 2019, el Juzgado Dieciocho (18º) Administrativo Oral del Circuito de

Cali profirió Sentencia No. 132 en la cual se resolvió lo siguiente:

(…)

SEGUNDO.  -  DECLÁRANSE  PROBADAS las  excepciones  denominadas
"EXONERACION  DE  RESPONSABILIDAD  DE  LA  EPS  FRENTE  A  LA
PRESENTACIÓN  DEL  SERVICIO  DE  SALUD  DE  LA  IPS  (CLAUSULA  DE
INDEMNIDAD)'", 'INEXISTENCIA DE NEXO DE CAUSALIDAD" -AUSENCIA DE
RESPONSABILIDAD POR PARTE DE EMSSANAR ESS",  "INEXISTENCIA DE
FALLA  EN  EL  SERVICIO  MÉDICO  PRESTADO"  'INEXISTENCIA  DEL  NEXO
CAUSAL COMO ELEMENTO DE RESPONSABILIDAD": "INEXISTENCIA DE LA
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OBLIGACIÓN  DE  INDEMNIZAR  POR  AUSENCIA  DE  LOS  ELEMENTOS
ENTRUCTURALES  DE  RESPONSABILIDAD  "INEXISTENCIA  DE
RESPONSABILIDAD  Y/O  UBLIGACION  A  CARGO  DE  LOS  ANTES
CONVOCANTES, invocadas por EMSSANAR E.S.S., el Hospital Universitario de
Valle y  La Previsora S.A. Compañía de Seguros;  y  de oficio,  la  excepción de
"FALTA DE LEGITIMACON EN LA CAUSA POR PASIVA”  frente a EMSSANAR
E.S.S., por las razones anotadas en precedencia. 

TERCERO. -NIEGANSE las pretensiones de la demanda, en virtud de las razones
señaladas en este proveído. 

(…)

II.3.6. Mediante Sentencia del 28 de junio de 2024, el Tribunal Administrativo de Valle del Cauca

resolvió  los  reparos  formulados  por  la  parte  demandante  del  proceso  en  cuestión,

resolviendo lo siguiente: 

PRIMERO.  -REVOCAR la  Sentencia  de  primera  instancia  No.  132  del  28  de
agosto  del  2019  proferida  por  el  Juzgado  Dieciocho  Administrativo  Oral  del
Circuito de Cali - Valle, por las razones aquí expuestas. 

SEGUNDO:  DECLARAR civil  y  extracontractual  responsable  al  Hospital
Universitario del Valle “Evaristo García” E.S.E. de la perdida de oportunidad por el
fallecimiento del nasciturus de la señora LIZETH JOHANNA QUIÑONEZ CUERO,
consecuencialmente CONDENAR a dicho hospital a los siguientes perjuicios por
dicho concepto:

TERCERO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda. 

CUARTO: CONDENAR a la llamada en Garantía, LA PREVISORA S.A. 
COMPAÑÍA DE SEGUROS a reembolsar al Hospital Universitario del Valle 
“Evaristo García” las sumas pagadas, en virtud de la póliza No. 1010647, bajo las 
condiciones generales y particulares de la misma. (…)

II.3.7. Para  arribar  a  la  anterior  parte  resolutiva,  en  lo  que  nos  concierne,  la  sentencia  de

segunda instancia sin realizar un estudio sobre la modalidad de cobertura de la Póliza No.

1010647 y la ausencia de cobertura de esta, consideró lo siguiente frente al llamamiento

en  garantía  realizado  por  el  Hospital  Universitario  del  Valle  “Evaristo  García”  a  La

Previsora S.A. Compañía de Seguros:

Respecto  a  la  llamada  en  Garantía,  LA  PREVISORA  S.A.  COMPAÑÍA  DE
SEGUROS la Sala constata que para el momento de los hechos existía un vínculo
contractual vigente con la entidad llamante y la llamada, y del  contenido de la
póliza se verifica cobertura por responsabilidad profesional, lo cual en virtud del
art. 64 del C.G.P. habilitaba al Hospital Universitario del Valle “Evaristo García”
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para llamar a la Previsora S.A. Compañía de Seguros como tercero interviniente
para que con la cobertura y vigencia de la póliza No. 1010647 respondan por el
daño ocasionado a los demandantes bajo las condiciones generales y particulares
de la póliza.

Como se observa del aparte transcrito de la sentencia de segunda instancia del

28  de  junio  de  2024,  el  Tribunal  Administrativo  de  Valle  del  Cauca  no  se

pronunció ni realizó un análisis sobre la modalidad de cobertura pactada en la

Póliza No. 1010647, omitiendo de este modo que la póliza vinculada no ofrecía

cobertura temporal para los hechos materia de controversia, pues como se verá

más  adelante,  la  reclamación  se  efectuó  por  fuera  del  periodo  de  vigencia

pactado. 

II.3.8. Por lo anteriormente expuesto, resulta imperante que el H. Consejo de Estado, como juez

constitucional  de  tutela,  por  encontrarse  de  por  medio  cuestiones  de  orden  público  y

evidente relevancia constitucional  como el  patrimonio de una aseguradora con aportes

estatales,  proceda a amparar los derechos fundamentales a la igualdad (art.  13 C.P.),

debido proceso (artículo 29 C.P.) y acceso a la administración de justicia (art. 229 C.P.)

vulnerados por el Tribunal Administrativo de Valle del Cauca.

III. DERECHOS FUNDAMENTALES VIOLADOS  

Con la Sentencia SN de segunda instancia del 28 de junio de 2024 proferida por el  Tribunal

Administrativo de Valle del Cauca con ponencia del Magistrado Jhon Erick Chaves Bravo dentro

del proceso de reparación directa adelantado por Duvar Alexis Quiñonez Cuero y Otros en contra

del Hospital Universitario del Valle “Evaristo García” E.S.E y Otros bajo el radicado No. 76001-33-

33-018-2016-00189-01, se han vulnerado los derechos fundamentales a la  IGUALDAD (art. 13

C.P.), al DEBIDO PROCESO (art. 29 C.P.) y al ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
(art. 229 C.P.) al no interpretar y aplicar la ley, en especial, el artículo 4 de la Ley 389 de 1997,

como se le aplica a todas las personas que hacen parte de un contrato de seguro y que han

acordado pactar la modalidad de cobertura denominada “claims made” o “reclamación hecha”; al

proferir decisión judicial sin motivación pues en su parte considerativa frente a la vinculación de La

Previsora S.A., no explica, ni tan siquiera se pronuncia sobre las condiciones pactadas dentro de

la póliza No. 1010647, entre las que se encuentra la modalidad de cobertura de la póliza por

reclamación “claims made”,  pasando por alto así,  que la reclamación al asegurado se formuló

fuera del límite temporal del seguro dejando por fuera de la cobertura, el cumplimiento de uno de

los requisitos indispensables para que opere este tipo de pólizas. Siendo de este modo, que lo

que debía hacer el tribunal, era evaluar si el hecho dañoso y la reclamación se habían presentado

en vigencia de la póliza, pero resolvió fundamentar la responsabilidad de la llamada en garantía

exclusivamente en la ocurrencia del hecho dañoso y omitió analizar si la reclamación se realizó
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dentro de los términos del contrato. 

A pesar de que las premisas fácticas y jurídicas del caso permitían indicar que la Póliza No.

1010647 por la cual el Hospital Universitario del Valle “Evaristo García” llamó en garantía a mi

procurada,  no  ofrecía  cobertura  para  los  hechos  materia  de  litigio,  el  tribunal  accionado  sin

explicación alguna decidió impartir condena a mi representada.

IV. PROCEDENCIA DE LA PRESENTE ACCIÓN DE TUTELA  

La acción de tutela se encuentra contemplada en el  artículo 86 de la  Constitución Política y

desarrollada en el Decreto 2591 de 1991. Se trata de un mecanismo de orden constitucional que

tiene toda persona para la salvaguarda inmediata de sus derechos fundamentales, que resulten

vulnerados  o  amenazados  por  la  acción  u  omisión  de  una  autoridad  pública  o  particulares,

incluyendo a las autoridades judiciales.

Su alcance y supuestos de procedencia han sido ampliamente abordados por la jurisprudencia de

la Corte Constitucional, especialmente en lo relativo a la validez de las decisiones de los jueces

cuando estas vulneran derechos fundamentales en el  marco de un proceso judicial.  Sobre el

punto, en Sentencia T – 094 de 2013, esta corporación dijo lo siguiente:

Como  ha  sido  señalado  en  reciente  jurisprudencia,  la  acción  de  tutela  contra
providencias  judiciales  es  un  instrumento  excepcional,  dirigido  a  enfrentar  aquellas
situaciones  en  que  la  decisión  del  juez  incurre  en  graves  falencias  de  relevancia
constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este
sentido,  la  acción  de  tutela  contra  decisión  judicial  es  concebida  como un  juicio  de
validez y no como un juicio de corrección del fallo cuestionado, lo que se opone a que se
use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole
probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia.

La acción de tutela contra providencias judiciales reviste un carácter excepcional en tanto está

supeditada  al  cumplimiento  de  unos  supuestos  mínimos  de  procedencia,  los  cuales  fueron

desarrollados por la Corte Constitucional en Sentencia C-590 del 08 de junio de 2005. En dicha

oportunidad, esta corporación fijó unos requisitos generales y especiales de precedencia, a saber:

Requisitos generales:

a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional.

b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance
de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental
irremediable. 

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un
término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.

                                                                                                                                                                                                         Página 6 | 24



Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca,
Centro Empresarial Chipichape

+57 315 577 6200 - 602-6594075
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69

+57 3173795688 - 601-7616436

         

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto
decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales
de la parte actora. 

e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración
como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre
que esto hubiere sido posible. 

f. Que no se trate de sentencias de tutela.

Requisitos especiales:

a. Defecto  orgánico,  que  se  presenta  cuando  el  funcionario  judicial  que  profirió  la  providencia
impugnada carece, absolutamente, de competencia para ello. 

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del
procedimiento establecido.

c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del
supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

d. Defecto  material  o  sustantivo,  como  son  los  casos  en  que  se  decide  con  base  en  normas
inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los
fundamentos y la decisión. 

e. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de
terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

f. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de
los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa
motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

g. Desconocimiento  del  precedente,  hipótesis  que  se  presenta,  por  ejemplo,  cuando  la  Corte
Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley
limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para
garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental
vulnerado. 

h. Violación directa de la Constitución.

Bajos los supuestos en mención y con el fin de acreditar el cumplimiento de los requisitos de

procedencia de la presente acción de tutela, procedo a pronunciarme sobre cada uno de ellos en

los siguientes términos:
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IV.1. REQUISITOS GENERALES DE PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA  
PROVIDENCIAS JUDICIALES

IV.1.1. RELEVANCIA CONSTITUCIONAL

Según  la  jurisprudencia  constitucional  y  la  doctrina  nacional,  la  primera  causal  general  de

procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales es que el asunto o la cuestión

debatida tenga evidente relevancia constitucional.

Sobre este requisito general de procedibilidad, la H. Corte Constitucional en Sentencia C-590 de

2005  con  ponencia  del  Magistrado  Jaime  Córdoba  Triviño  dijo  lo  siguiente:  “…el  juez

constitucional  no  puede  entrar  a  estudiar  cuestiones  que  no  tienen  una  clara  y  marcada

importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras

jurisdicciones.  En  consecuencia,  el  juez  de tutela  debe indicar  con toda claridad  y  de forma

expresa porqué la cuestión que entra a resolver es genuinamente una cuestión de relevancia

constitucional que afecta los derechos fundamentales de las partes”

En este caso, el asunto sometido a estudio adquiere relevancia constitucional por tener relación

directa con la vulneración al debido proceso como uno de los pilares fundamentales del Estado

Social de Derecho, así como al acceso a la administración de justicia, reconocidos por nuestra

Constitución  como  derechos  fundamentales.  Lo  anterior  obedece  a  una  evidente  falta  de

motivación de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca; pues para

arribar  a la  parte  resolutiva,  en lo  que nos concierne,  la  sentencia  de segunda instancia sin

realizar un estudio sobre la modalidad de cobertura de la Póliza No. 1010647 y la ausencia de

cobertura  de  esta,  consideró  lo  siguiente  frente  al  llamamiento  en  garantía  realizado  por  el

Hospital Universitario del Valle “Evaristo García” a La Previsora S.A. Compañía de Seguros:

Respecto a la llamada en Garantía, LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS la
Sala constata que para el momento de los hechos existía un vínculo contractual vigente
con la entidad llamante y la llamada, y del contenido de la póliza se verifica cobertura por
responsabilidad profesional, lo cual en virtud del art. 64 del C.G.P. habilitaba al Hospital
Universitario del Valle “Evaristo García” para llamar a la Previsora S.A. Compañía de
Seguros como tercero interviniente para que con la cobertura y vigencia de la póliza No.
1010647 respondan por el daño ocasionado a los demandantes bajo las condiciones
generales y particulares de la póliza.

Como se observa del aparte transcrito de la sentencia de segunda instancia del 28 de junio de

2024,  el  Tribunal  Administrativo de Valle  del  Cauca no realizó un análisis,  ni  tan siquiera se

pronunció, sobre las cláusulas sobre las que se erigen el contrato de seguro, específicamente

sobre la modalidad de cobertura pactada en la Póliza No. 1010647, omitiendo de este modo que

la póliza afectada, no ofrecía cobertura para los hechos materia de controversia, pues como se
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verá más adelante, la reclamación se efectuó por fuera del periodo de vigencia pactado en este

contrato.  Siendo de este modo, que lo que debía hacer el tribunal, era evaluar si el hecho dañoso

y la reclamación se habían presentado en vigencia de la póliza, pero resolvió fundamentar la

responsabilidad de la llamada en garantía exclusivamente en la ocurrencia del hecho dañoso y

omitió analizar si la reclamación se realizó dentro de los términos del contrato.

Lo  anterior  cobra  mayor  relevancia,  pues  se  encuentra  acreditado  que  La  Previsora  S.A.

Compañía  de  Seguros,  alegó  de  forma  oportuna  la  ausencia  de  cobertura  de  la  Póliza  No.

1010647 dada su modalidad cobertura “CLAIMS MADE”.

Descendiendo al caso en concreto, se tiene que la Corte Constitucional  en Sentencia T-233 de

2007 dijo lo siguiente sobre la ausencia de motivación en una decisión judicial:

 
(…) la  motivación  suficiente  de  una  decisión  judicial  es  un  asunto que corresponde
analizar en cada caso concreto. Ciertamente, las divergencias respecto de lo que para
dos  intérpretes  opuestos  puede  constituir  una  motivación  adecuada  no  encuentra
respuesta en ninguna regla de derecho. Además, en virtud del principio de autonomía del
funcionario  judicial,  la  regla básica de interpretación obliga a  considerar  que sólo  en
aquellos  casos  en  que  la  argumentación  es  decididamente  defectuosa,
abiertamente  insuficiente  o,  en  últimas,  inexistente,  puede  el  juez  de  tutela
intervenir en la decisión judicial para revocar el fallo infundado. En esos términos,
la Corte reconoce que la competencia del juez de tutela se activa únicamente en
los  casos  específicos  en  que  la  falta  de  argumentación  decisoria  convierte  la
providencia en un mero acto de voluntad del juez, es decir, en una arbitrariedad

Es evidente que una exigencia de racionalidad mínima de toda actuación judicial es que exprese

los argumentos que hacen inferir la decisión correspondiente. Cuando este ineludible presupuesto

no puede verificarse, la sentencia contradice aspectos que hacen parte del núcleo esencial del

derecho fundamental al debido proceso.

Por lo tanto, se debe tener en cuenta, que la falta de motivación de una decisión judicial supone

una clara vulneración al  derecho fundamental  del debido proceso ya que existe un deber en

cabeza de los funcionarios judiciales, el cual tiene que presentar las razones fácticas y jurídicas

que sustentan el fallo, acción que se genera en virtud de un principio base de la función judicial.

IV.1.2. SUBSIDIARIEDAD 

El segundo requisito general de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales

está relacionado con el  carácter  subsidiario  de dicho amparo constitucional  consagrado en el

artículo 86 constitucional, el cual dispone que “Esta acción sólo procederá cuando el afectado no

disponga de otro medio de defensa judicial” y en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de

1991 de acuerdo con el cual no procederá dicho amparo “Cuando existan otros recursos o medios
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de defensa judiciales”. En ese sentido, corresponde analizar si se agotaron los mecanismos de

defensa ordinarios y extraordinarios en el presente caso.

Frente a los mecanismos ordinarios de defensa, se tiene que, contra la sentencia de segunda

instancia proferida por el Tribunal Administrativo de Valle del Cauca, no procede ningún recurso

ordinario y mucho menos el de apelación pues como lo establece el artículo 243 del Código de

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, son apelables únicamente las

sentencias de primera instancia. El numeral 1º del artículo 243A del Código de Procedimiento

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo es absolutamente claro al expresar que no son

susceptibles de recursos las sentencias proferidas en el curso de única o segunda instancia, como

es el caso de la providencia judicial reprochada. La norma en cuestión es del siguiente tenor:

ARTÍCULO  243A.  PROVIDENCIAS  NO  SUSCEPTIBLES  DE  RECURSOS  ORDINARIOS.
<Artículo adicionado por el artículo 63 de la Ley 2080 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:>
No son susceptibles de recursos ordinarios las siguientes providencias:

1. Las sentencias proferidas en el curso de la única o segunda instancia. (…)

Valga  la  pena  mencionar,  de  igual  forma,  que  la  excepción  consistente  en  la  ausencia  de

cobertura de la Póliza No. 1010647 dada su modalidad cobertura “CLAIMS MADE” en virtud de la

cual el Hospital Universitario del Valle “Evaristo García”, llamó en garantía a La Previsora S.A.

Compañía de seguros fue propuesta tanto al momento de contestar la demanda y el llamamiento

en garantía formulado por dicha entidad, así como cuando se alegó de conclusión.

Al  momento de contestar  la demanda y el  llamamiento en garantía formulado por el  Hospital

Universitario  del  Valle  “Evaristo  García”,  La  Previsora  S.A.  Compañía  de  Seguros  formuló  la

siguiente excepción:

INEXISTENCIA  DE  COBERTURA  DE  LA  POLIZA  No.  1010647  Y
CONSECUENTEMENTE, DE OBLIGACIÓN A CARGO DE MI REPRESENTADA 

Se formula esta excepción, pues si bien entre mi representada, como asegurador y el
ente convocante como tomador se celebró el  contrato de seguro documentado en la
Póliza de Responsabilidad Civil No. 1010647, vigente del 15 de febrero de 2015 al 1 de
enero de 2016, prorrogada hasta el 1 de abril de 2016, opera bajo la modalidad claims
made o por reclamación y no cubre hechos como los que hoy se reclaman judicialmente
al Hospital Universitario del Valle “Evaristo García” (…) 

Consecuentemente resulta claro que la póliza No. 1010647, vigente del 15 de febrero de
2015 al 1 de enero de 2016, prorrogada hasta el 1 de abril de 2016, no ofrece cobertura
para hechos como los hoy se reclamados al Hospital Universitario del Valle “Evaristo
García”, que si bien ocurrieron durante su vigencia, no fueron reclamados sino hasta el 7
de octubre de 2016, cuando le notificaron el auto admisorio de la demanda al HUV y
para ese entonces, la vigencia de la póliza ya había expirado. 

De igual forma, cuando el Juzgado Dieciocho (18º) Administrativo Oral del Circuito de Cali corrió

traslado para alegar de conclusión dentro del proceso del radicado No. 76001-33-33-018-2016-
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00189-00,  La  Previsora  S.A.  Compañía  de  Seguros  expuso  como  argumento  conclusivo  lo

siguiente:

CON LA PRUEBA DOCUMENTAL CONSISTENTE EN LA POLIZA NO. 1010647 SE
PROBÓ  LA  INEXISTENCIA  DE  COBERTURA  Y  EN  CONSECUENCIA  DE
OBLIGACIÓN INDEMNIZATORIA A CARGO DE LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE
SEGUROS

(…) así las cosas, es importante manifestarle al despacho que la póliza utilizada como
fundamente para llamar en garantía a mi procurada, es la documentada bajo el contrato
de seguro No. 1010647, vigente del  15 de febrero de 2015 al  1 de enero de 2016,
prorrogada hasta el 1 de abril de 2016 que operó bajo la modalidad de claims made, no
obstante,  la misma no cubre hechos como los que hoy se reclaman judicialmente al
HUV, por cuanto si se realiza una lectura detenida de las condiciones particulares de la
póliza, específicamente en la modificación introducida en el certificado 2 de la póliza en
mención, se pactó lo siguiente: 

(…) 1-) modalidad de reclamación:  El sistema bajo el cual opera la presente póliza es
por notificación de investigaciones y/o procesos por primera vez durante la vigencia de la
póliza, derivado de hechos ocurridos en el periodo de retroactividad contratado, el cual
se limita única y exclusivamente al inicio de la presente póliza”

Sobre el  particular,  es preciso indicar  que en el  caso de marras si  bien los hechos
ocurrieron  dentro  del  periodo  de retroactividad contrada,  que en el  sub  judice  es  el
mismo periodo de vigencia de la póliza 14 de mayo de 2015, lo cierto es que los mismos
no fueron reclamados sino hasta el 2 de mayo de 2016, tal y como se desprende de la
constancia de no conciliación expedida por la procuraduría 58 judicial I  para asuntos
administrativos de la ciudad de Cali, documento que obra en el expediente.

(…)

También, cuando el Tribunal Administrativo del Valle corrió traslado para alegar de conclusión en

segunda  instancia  dentro  del  proceso  del  radicado  No.  76001-33-33-018-2016-00189-01,  La

Previsora S.A. Compañía de Seguros expuso como argumento conclusivo lo siguiente:

Ausencia de cobertura de la Póliza No. 1010647.

Se  destaca  de  la  Póliza  No.  1010647,  utilizada  como  base  de  la  convocatoria,  su
modalidad  de  reclamación  "claims  made",  cuya  definición  se  encuentra  dentro  del
condicionado particular (Certificado 2), así:

"Por medio del presente anexo, el cual forma parte integrante de la póliza se efectúan
las siguientes aclaraciones:

1-) modalidad de la reclamación: El sistema bajo el cual opera la presente póliza es por
notificación de investigaciones y/o proceso por primera vez durante la vigencia de la
póliza, derivados de hechos ocurridos en el periodo de retroactividad contratado, el cual
se limita única y exclusivamente al inicio de la presente póliza"

Con  base  en  lo  anterior,  salta  a  la  vista  que  la  cobertura  se  encuentra  ligada  al
acontecimiento y concurrencia de los siguientes presupuestos: (i) que la reclamación del
hecho (por primera vez) por el cual se solicita su indemnización, se efectúe durante la
vigencia de la póliza y (ii)  que los hechos hayan tenido ocurrencia en el  periodo de
retroactividad, que en el presente caso equivale decir, al inicio de la póliza.
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(…)

Ahora  bien,  en  lo  que  corresponde  a  la  vigencia  de  la  póliza,  quedó  demostrado
documentalmente, que ésta tuvo como fecha de inició el 15 de febrero de 2015 hasta el
04 de abril de 2016, porque fue prorrogada el 02 de enero del mismo año.

Con este derrotero, es de advertir, que el hecho objeto de indemnización aconteció el 14
de  mayo  de  2015,  lo  que  equivale  a  decir,  dentro  del  periodo  de  retroactividad
contemplado, por lo que se entendería satisfecho el presupuesto (II) antes destacado.
No obstante,  la  misma suerte  no ocurre  con el  presupuesto  (i)  como quiera  que  la
vigencia de la póliza, como bien se vio, empezó a partir del 15 de febrero 2015 hasta el
04 de abril de 2016, mientras que la reclamación de los hechos materia del presente
proceso por primera vez se generó en sede prejudicial el 07 de abril  de 2016 con la
presentación de la referida solicitud de conciliación, que se constituye en un requisito
ineludible para ser admitida, conforme lo prevé el artículo 6, literal k) del Decreto 1716 de
2009. En estos términos, resulta ser más que claro que mi representada está exenta
contractualmente, pues la ausencia de cobertura se constata de las mismas condiciones
de la Póliza No. 1010647, ya que en ella se previó una delimitación temporal (…)

Por todo lo anterior, además de que se agotaron los recursos ordinarios frente a la sentencia

proferida  por  el  Tribunal  Administrativo  de  Valle  del  Cauca,  se  tiene  que  el  requisito  de

subsidiariedad se encuentra satisfecho, pues La Previsora S.A. Compañía de Seguros puso de

presente la falta de cobertura del contrato de seguro documentado en la Póliza No. 1010647

desde su primera intervención en el proceso del radicado No. 76001-33-33-018-2016-00189-00

hasta su última intervención procesal con los alegatos de segunda instancia presentados.

Ahora  bien,  frente  a  los  mecanismos extraordinarios  de defensa,  se  tiene que  el  Código  de

Procedimiento  Administrativo  y  de  lo  Contencioso  Administrativo  contempla  como  recursos

extraordinarios los de revisión y de unificación de jurisprudencia, precisándose que, para el caso

en concreto, no se materializa ninguna de las causales de revisión contempladas en el artículo

250 de dicha codificación, ni tampoco la causal única del artículo 258 ejusdem, en tanto que no

existe sentencia de unificación proferida por el  Consejo de Estado sobre las modalidades de

cobertura que se pueden presentar en el contrato de seguro.

Visto lo anterior, se tiene que, el requisito general de la subsidiariedad de la acción de tutela se ha

cumplido,  pues La  Previsora  S.A.  Compañía  de Seguros  agotó  todos los  recursos ordinarios

procedentes y frente a la providencia analizada no procede ningún de los recursos extraordinarios

contemplados actualmente por el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso

Administrativo.

IV.1.3. INMEDIATEZ 

El tercer requisito general de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales

está relacionado con su interposición dentro de un plazo razonable, término que ha sido fijado por

la  jurisprudencia  del  H.  Consejo  de  Estado  en  seis  (6)  meses,  según  se  deduce  de  la
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jurisprudencia unívoca sobre el particular. Así, por ejemplo, en Sentencia de 7 de diciembre de

20211, el alto tribunal de lo contencioso administrativo dijo lo siguiente sobre el requisito analizado:

16.- En relación con el presupuesto de la inmediatez para la interposición de demandas
de tutela contra providencias judiciales, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo
de esta Corporación ha considerado, lo siguiente: 

Es de la esencia de este medio de defensa judicial la urgencia en la protección de las
garantías constitucionales y el respeto a la seguridad jurídica y los derechos de terceros
afectados.  (…) De ahí  que la  reacción inmediata  o  pronta frente  a  la  situación  que
vulnera o  amenaza vulnerar  un derecho fundamental  sea un elemento consustancial
para la protección que se ofrece Este requisito que opera de forma general frente a todas
las  acciones  de  tutela,  es  más  estricto  cuando  se  interpone  contra  providencias
judiciales, por lo que, como lo ha sostenido la Corte Constitucional, ‘si se deja pasar un
tiempo significativo desde el  hecho vulneratorio  de los derechos,  ‘resulta  claramente
desproporcionado  el  control  constitucional  de  una  providencia  judicial  por  la  vía  de
tutela’’.

Por tal razón, debe mediar un término razonable entre la ejecutoria de la decisión judicial
que  se  aduce  como  violatoria  de  los  derechos  fundamentales  del  accionante  y  la
presentación de la acción de tutela para buscar su amparo.

Tal aseveración es razonable toda vez que, ‘de permitir que la acción de tutela proceda
meses o aún años después de proferida la decisión, se sacrificarían los principios de
cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría
una  absoluta  incertidumbre  que  las  desdibujaría  como  mecanismos  institucionales
legítimos de resolución de conflictos’. 

(…) Justamente, porque la acción de tutela es un medio excepcional para la protección
pronta y eficaz de tales derechos, se requiere que la acción se ejerza en un tiempo
razonable, prudencial, requisito que garantiza la realización del principio de seguridad
jurídica y, por ende, el de la cosa juzgada, al asegurar que la decisión judicial alcance el
grado de certeza material, que la hace definitiva e inmutable.

Anótase que el término o plazo de inmediatez no es único. Eso explica que las diversas
secciones del Consejo de Estado hayan fijado pautas diferentes sobre este aspecto.2

Por eso, la Sala Plena, como regla general, acoge un plazo de seis meses, contados a
partir de la notificación o ejecutoria de la sentencia, según el caso, para determinar si la
acción de tutela contra providencias judiciales se ejerce oportunamente.

16.1.- Con las precisiones anotadas, esta Corporación ha establecido que para efectos
de establecer si la acción de tutela contra providencia judicial se ejerció oportunamente,
se  debe  verificar  que  se  haya  presentado  dentro  de  los  6  meses  siguientes  a  la
notificación o ejecutoria de la providencia cuestionada, según el caso.

Teniendo en cuenta lo establecido por la jurisprudencia del H. Consejo de Estado, para el caso en

concreto, la sentencia de segunda instancia del 28 de junio de 2024 proferida por el  Tribunal

Administrativo de Valle  del  Cauca no le  ha sido notificada a La Previsora S.A.  Compañía de

1 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección A. Sentencia de 7 de diciembre de 2021.
Consejero Ponente: José Roberto Sáchica Méndez. Radicado No. 11001-03-15-000-2021-06936-00(AC)
2 Original de la cita: “La Sección Primera en algunas ocasiones ha tomado un término equivalente al previsto para ejercer la acción de
nulidad y restablecimiento del derecho, esto es, de cuatro meses y, en otras, ha manifestado que es de seis meses. La Sección
Segunda ha sostenido que el término razonable para interponer la acción de tutela contra providencias judiciales no puede exceder de
un año. Por su parte, las Secciones Cuarta y Quinta han fijado como razonable para su interposición un plazo de seis meses”.
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Seguros, no obstante, si se tiene en cuenta la notificación enviada a las demás partes el 17 de

julio de 2024, los seis (6)  meses para interponer la acción de tutela contra dicha providencia

judicial finalizarían el 17 de enero de 2025.

IV.1.4. IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS QUE GENERARON LA VIOLACIÓN Y DERECHOS
AFECTADOS

Frente a este cuarto requisito general de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias

judiciales, el profesor Manuel Fernando Quinche Ramírez, resumiendo la jurisprudencia de la H.

Corte Constitucional sobre el particular, pone de presente que “el accionante debe satisfacer tres

cuestiones: identificar los hechos que generaron la vulneración, señalar los derechos vulnerados y

haber alegado la violación de esos derechos durante el proceso judicial que se haya surtido3”.

Para el caso en concreto, se tiene que se encuentran acreditadas las tres cuestiones enunciadas

antes,  especialmente  la  última,  pues  de  lo  actuado en  el  proceso  ordinario  se  tiene  que La

Previsora S.A. Compañía de Seguros alegó de forma oportuna la ausencia de cobertura de la

póliza No. 1010647 dada su modalidad cobertura “CLAIMS MADE”.

IV.1.5. LA PRESENTE ACCIÓN NO SE DIRIGE CONTRA UNA SENTENCIA DE TUTELA

Frente a este último requisito general de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias

judiciales,  se  tiene  efectivamente  comprobado  que  la  providencia  controvertida  no  es  una

sentencia de tutela, pues la sentencia de segunda instancia del 28 de junio de 2024 proferida por

el Tribunal Administrativo de Valle del Cauca se produjo en el marco del proceso de reparación

directa adelantado por Duvar Alexis Quiñonez Cuero y otros en contra del Hospital Universitario

del Valle “Evaristo García” E.S.E y otros.

IV.2. REQUISITOS  ESPECÍFICOS  DE  PROCEDIBILIDAD  DE  LA  ACCIÓN  DE  TUTELA  
CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES - DEFECTOS CONFIGURADOS

Según la jurisprudencia constitucional, una providencia judicial puede adolecer de los siguientes

defectos, los cuales, a su vez, constituyen los requisitos específicos de procedibilidad de la acción

de tutela contra providencias judiciales, a saber: defecto orgánico, defecto procedimental, defecto

fáctico, defecto sustantivo, error inducido, decisión judicial sin motivación, desconocimiento del

precedente y violación directa de la constitución. 

Para el caso en concreto, debido a que son dos los defectos que se configuran de cara a la

sentencia SN del 28 de junio de 2024 proferida por el Tribunal Administrativo de Valle del Cauca,

3 Quinche Ramírez, M. F. (2020). Vías de hecho. Acción de tutela contra providencias (Novena ed.). Editorial Temis S.A.
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el  análisis  se  limitará  a  estudiar  la  configuración del  defecto  factico  y  la  decisión judicial  sin

motivación.

IV.2.1.  DEFECTO FACTICO - POR OMISIÓN EN LA VALORACIÓN DE LAS CLÁUSULAS DE
LA PÓLIZA. 

La sentencia de segunda instancia proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca

incurrió en un defecto fáctico porque la corporación judicial  omitió valorar el  pacto contractual

establecido en las condiciones generales de la póliza en relación con la modalidad temporal de

cobertura acordada entre el tomador y asegurador. 

La  sentencia  acusada desconoce el  alcance contractual  y  jurisprudencial  de  la  modalidad de

cobertura  claims-made pactada en el contrato. Es así como, además de establecer si el hecho

amparado ocurrió en vigencia de la póliza, correspondía al Tribunal determinar, de conformidad

con las pruebas del proceso, si la reclamación ocurrió dentro de la vigencia del seguro.

Para  el  caso  concreto  se  destaca  que  la  Póliza  No.  1010647,  utilizada  como  base  de  la

convocatoria, su modalidad reclamación “claims made”, fue definida en el condicionado particular,

así: 

por medio del presente anexo, el cual forma parte integrante de la póliza se efectúan las
siguientes aclaraciones: 

Modalidad de la reclamación: el sistema bajo el cual opera la presente póliza es por
notificación de investigaciones y/o proceso por primera vez durante la vigencia de la
póliza, derivados de hechos ocurridos en el periodo de retroactividad contratado, el cual
se limita única y exclusivamente al inicio de la presente póliza

En ese mismo sentido en las condiciones generales de la Póliza No. 1010647, se estableció: 

“CONDICIÓN PRIMERA – AMPAROS Y EXCLUSIONES

AMPAROS
1.AMPAROS CUBIERTOS
(…) 

1.1. RESPONSABILIDAD CIVIL PROFESIONAL MEDICA: 

PREVISORA SE OBLIGA A INDEMNIZAR EL ASEGURADO POR CUALQUIER SUMA
DE  DINERO  QUE  ÉSTE  DEBA  PAGAR  A  UN  TERCERO  EN  RAZÓN  DE  LA
RESPONSABILIDAD  CIVIL  EN  QUE  INCURRA,  EXCLUSIVAMENTE  COMO
CONSECUENCIA DE CUALQUIER "ACTO MÉDICO" DERIVADO DE LA PRESTACIÓN
DE  SERVICIOS  PROFESIONALES  DE  ATENCIÓN  EN  LA  SALUD  DE  LAS
PERSONAS,  DE  EVENTOS  QUE  SEAN  RECLAMADOS  Y  NOTIFICADOS  POR
PRIMERA VEZ DURANTE LA VIGENCIA DE LA PÓLIZA Y HASTA EL LÍMITE DE
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COBERTURA  ESPECIFICADO  EN  LAS  CONDICIONES  PARTICULARES  (SALVO
ACTOS MÉDICOS 
QUE QUEDEN EXPRESAMENTE EXCLUIDOS).

Ahora bien, a partir de la Ley 389 de 1997 se incluyó la modalidad de aseguramiento denominada

«claims made», conforme a  la  cual  la  póliza  cubre  todas las  reclamaciones presentadas por

primera vez durante su vigencia;  empero,  que la  interpretación de ese pacto debe realizarse

sistemáticamente con las normas que regulan el contrato de seguro en general y específicamente

el de responsabilidad civil.

Con antelación a esta última, el artículo 1131 del Código de Comercio era claro en señalar que, en

materia  de  seguro  de  responsabilidad,  el  siniestro  se  entendía  ocurrido  en  el  momento  de

acaecimiento del hecho externo imputable al asegurado, quedando cubierto por la póliza vigente

para dicho momento. Sin embargo, a partir de la citada ley, se consagró la posibilidad de que, por

un  pacto  expreso  entre  los  contratantes,  se  límite  temporalmente  la  cobertura,  o  incluso,  se

extienda a  hechos anteriores  a  su vigencia,  siempre que en ambos casos se cumpla  con la

exigencia de que la reclamación se haga dentro del lapso de vigencia de la convención.

Se permitió, entonces, no sólo los seguros basados en la ocurrencia del daño (losses ocurrence),

que constituyen la regla general, sino también los que se fundamentan en la reclamación (claims

made), caracterizados porque el amparo únicamente se activa si, durante la vigencia del seguro,

se hace el reclamo, de suerte que cesa el deber indemnizatorio después de extinguido.

En orden de lo comentado, la póliza que sirvió de base a la convocatoria, solo ofreció cobertura,

para los eventos notificados y reclamados entre el 15 de febrero de 2015 al 01 de abril de 2016,

por ende, el amparo no protegía un reclamo como el que nos ocupa, que se hizo por primera vez

el 07 de abril de 2016 (con el envío del traslado de la solicitud de conciliación el cual es uno de

los requisitos para presentar dichas solicitudes), habida cuenta que este seguro, regido por las

voces del artículo 4 de la Ley 389 de 1997, cubría el reclamo, que se hubiere efectuado dentro del

período de vigencia, y no por fuera de él, como ocurrió en este asunto. Situación que da al traste

con la  postura de que no se produjo para la  aseguradora,  el  nacimiento de la  obligación de

indemnizar.

A  todo  lo  anterior,  cabe  agregar  que  el  H.  Consejo  de  Estado  4en  un  caso  de  similares

circunstancias  donde  una  compañía  aseguradora  debatía  en  sede  constitucional  de  tutela  la

aplicación de la cláusula Claims Made, dijo lo siguiente sobre desconocimiento de la naturaleza de

la cobertura acordada por las partes: 

En el caso concreto el Tribunal Administrativo de Caquetá hizo una interpretación errada

4 Consejo de Estado, Sección Cuarta. C.P. Jorge Octavo Ramírez, sentencia del 12 de febrero de 2019. Radicado No.
11001-03-15-000-2018-00027-01(AC). 
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del artículo 4° de la Ley 389 de 1997 al analizar la responsabilidad de la llamada en
garantía  -La  Previsora  S.A.  Compañía  de  Seguros–,  aplicando  la  cobertura  por
descubrimiento, propio del seguro de manejo y riesgos financieros, e incluso tratándolo
como un seguro de responsabilidad por ocurrencia pura, cuando entre el asegurado y el
tomador se suscribió una póliza de responsabilidad civil por reclamación o con cláusulas
claims  made.  Es  así  que,  además  de  establecer  si  el  hecho  amparado  ocurrió  en
vigencia  de  la  póliza,  correspondía  al  Tribunal  determinar,  de  conformidad  con  las
pruebas del proceso, debió determinar si la reclamación ocurrió dentro de la vigencia del
seguro.

Es así como se concluye que en el análisis del asunto no tiene relevancia que el hecho dañoso se

hubiera materializado en vigencia de la póliza, lo determinante era que durante la vigencia se

haya efectuado la reclamación, de acuerdo con la modalidad del seguro que se pactó entre las

partes.

Todo lo anterior,  evidencia  que el  operador judicial  al  emitir  sentencia incurrió  en un defecto

factico,  al  no  valorar  en  su  integridad  el  material  probatorio  obrante  en  el  expediente,

concretamente  la  Póliza  No.  1010647  y  su  clausulado, pues  de  haberlo  hecho  la  decisión

adoptada frente a la condena de la compañía aseguradora hubiese sido distinta.

IV.2.2. DECISIÓN JUDICIAL SIN MOTIVACIÓN

La providencia analizada incurre en lo que la jurisprudencia constitucional ha denominado una

decisión  judicial  sin  motivación,  pues,  a  pesar  de  que  tiene  en  cuenta  la  vinculación  de  La

Previsora S.A. Compañía de Seguros efectuada mediante el llamamiento en garantía realizado

por  el  asegurado,  inexplicablemente  decide  omitir  pronunciarse  frente  al  clausulado  y  las

condiciones pactadas dentro de la Póliza No. 1010647, entre las que se encuentra la modalidad

de cobertura de la póliza por reclamación “claims made”.

Caracterización del defecto de decisión sin motivación. 

En la Sentencia C-590 de 2005, la Corte Constitucional consideró que esta causal se configura

ante el incumplimiento por parte de los servidores judiciales de su obligación de dar cuenta de los

fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones; en atención a que, de manera fundamental, en

esta  actividad  radica  la  proscripción  de  la  arbitrariedad  judicial  y  la  fuente  de  su  legitimidad

funcional,  en tanto se convierte en garantía de la sujeción del juez al  ordenamiento jurídico y

posibilita el posterior control sobre la razonabilidad de su decisión, a través, por ejemplo, de la

interposición de los recursos respectivos.

Este tipo de falencia se distingue del defecto fáctico, en cuanto  no se estructura a partir de la

disconformidad entre la motivación de la sentencia y su parte resolutiva, sino en la ausencia de

razonamientos que sustenten lo decidido.  Es evidente que una exigencia de racionalidad mínima

de  toda  actuación  judicial  es  que  exprese  los  argumentos  que  hacen  inferir  la  decisión
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correspondiente. Cuando este ineludible presupuesto no puede verificarse, la sentencia contradice

aspectos que hacen parte del núcleo esencial del derecho fundamental al debido proceso.

Sobre el defecto o causal especifica de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias

judiciales  que  se  estudia,  el  profesor  Manuel  Fernando  Quinche  Ramírez,  resumiendo  la

jurisprudencia constitucional, dice lo siguiente:

En la redefinición dogmática de las causales genéricas de procedibilidad de la tutela
contra providencias judiciales, finalmente consignada en la sentencia C-590 de 2005, se
dijo que el defecto de la decisión judicial sin motivación “implica el incumplimiento de los
servidores  judiciales  de  dar  cuenta  de  los  fundamentos  fácticos  y  jurídicos  de  sus
decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de
su órbita funcional. 

Más recientemente, en la sentencia T-015 de 2018 se dijo que en la decisión judicial sin
motivación  “el  juez  no  da  cuenta  de  los  fundamentos  fácticos  y  jurídicos  de  sus
decisiones, o lo hace apenas de manera aparente, a pesar de que, precisamente, en tal
motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional y, por tanto, de las providencias
que  le  compete  proferir.  Al  respecto,  ha  dicho  esta  Corte  que  solo  cuando  “la
argumentación es decididamente defectuosa,  abiertamente insuficiente  o,  en últimas,
inexistente, puede el juez de tutela intervenir en la decisión judicial para revocar el fallo
infundado.

Visto lo anterior, se tiene que la providencia analizada incurre en el defecto aludido, pues en su

parte considerativa frente a la vinculación de La Previsora S.A.,  no explica, ni tan siquiera se

pronuncia sobre las condiciones pactadas dentro de la Póliza No.  1010647,  entre las que se

encuentra la modalidad de cobertura de la póliza por reclamación “claims made”, pasando por alto

así, que la reclamación al asegurado se formuló fuera del límite temporal del seguro dejando por

fuera de la cobertura, el cumplimiento de uno de los requisitos indispensables para que opere este

tipo de pólizas. Siendo de este modo, que lo que debía hacer el tribunal, era evaluar si el hecho

dañoso y la reclamación se habían presentado en vigencia de la póliza, pero resolvió fundamentar

la responsabilidad de la llamada en garantía exclusivamente en la ocurrencia del hecho dañoso y

omitió analizar si la reclamación se realizó dentro de los términos del contrato.

Lo  anterior  cobra  mayor  relevancia,  pues  se  encuentra  acreditado  que  La  Previsora  S.A.

Compañía  de  Seguros,  alegó  de  forma  oportuna  la  ausencia  de  cobertura  de  la  Póliza  No.

1010647  dada  su  modalidad  cobertura  “CLAIMS  MADE”;  Por  lo  que,  la  decisión  adoptada

responde únicamente a la arbitrariedad del funcionario judicial y, en consecuencia, desconoce el

derecho fundamental al debido proceso. Pues lo que debía evaluar el tribunal era si el hecho

dañoso y la reclamación se habían presentado en vigencia de la póliza, pero resolvió fundamentar

la responsabilidad de la llamada en garantía exclusivamente en la ocurrencia del hecho dañoso y

omitió analizar si la reclamación se realizó dentro de los términos del contrato, de acuerdo con la

modalidad del seguro que se pactó entre las partes.
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Es por ello, que se solicita a esta Corporación estudiar el fallo judicial de segunda instancia y en

caso de que se presente una violación del debido proceso por falta de motivación se ordene

remitir la totalidad del expediente al Tribunal Administrativo del Valle, para que profiera el fallo

correspondiente  teniendo  en  cuenta  las  consideraciones  jurisprudenciales  sobre  el  deber  de

motivación.

IV.2.3.  DEFECTO  FACTICO  –  POR  INDEBIDA  VALORACIÓN  PROBATORIA  PARA
ACREDITAR LA CAUSALIDAD

Según la jurisprudencia constitucional, el defecto fáctico tiene dos dimensiones, una positiva y otra

negativa. La dimensión positiva se presenta cuando el juzgador aprecia pruebas que no ha debido

admitir ni valorar, por haber sido indebidamente recaudadas, desconociendo de manera directa la

Constitución. Por otro lado, la dimensión negativa se configura cuando el operador judicial niega o

valora la prueba de manera arbitraria, irracional y caprichosa u omite su consideración, y sin razón

valedera  da  por  no  probado  el  hecho  o  la  circunstancia  que  de  la  misma  emerge  clara  y

objetivamente. Léase así: 

 
El  juez,  en  el  ejercicio  de  su  facultad  de  valoración,  deja  de  apreciar  una  prueba
fundamental  para  la  solución  del  proceso,  ignora  sin  razones  suficientes  elementos
probatorios cruciales o, simplemente, efectúa un análisis ostensiblemente deficiente e
inexacto respecto del contenido fáctico del elemento probatorio5

En el caso concreto se observa que obra el dictamen médico pericial rendido por la Universidad

CES a través del Doctor Jorge Andrés Jaramillo García- Médico Especialista en Ginecología y

Obstetricia, especialista en valoración del daño corporal y perito CENDES;  No obstante, resulta

preciso señalar que el juez de segunda instancia optó por abstenerse de realizar el análisis y

pronunciamiento  correspondiente  sobre  dicha  prueba,  a  pesar  de  que  fue  presentada  en  la

oportunidad procesal adecuada y, por lo tanto, cuenta con valor probatorio. Incurriendo de este

modo en un defecto factico, al no valorar en su integridad el material probatorio obrante en el

expediente.

Lo anterior,  resulta relevante,  pues de haberse tenido en consideración dicha prueba pericial,

resulta probable que el operador judicial hubiese arribado a una conclusión diferente frente a la

causalidad  y  la  imputación del  daño a  la  parte  demandada.  Tan es  así,  que dentro  de esta

providencia se presentó un salvamento de voto por parte del Magistrado Ronald Otto Cedeño,

quien se apartó de la decisión tomada y en su disenso señaló lo siguiente: 

Mi  postura  se  sustenta  en  las  conclusiones  del  dictamen  pericial  realizado  por  el
especialista Jorge Andrés Jaramillo, prueba técnica que, por ser la más pertinente en

5 Sentencia T-803 de 2012, Corte Constitucional
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este tipo de procesos de responsabilidad médica, es necesario sopesar con cuidado. En
efecto, del dictamen pericial es posible llegar a las siguientes conclusiones:

 La no realización del Doppler cuando se solicitó, no se puede establecer como retraso
directo y responsable de la muerte fetal, pues esta se presenta más en relación con un
cuadro de abruptio de placenta que no hubiera sido determinado por la realización del
Doppler.

 No necesariamente la no realización de los exámenes conlleva resultados adversos, ya
que la diversidad de patronos de presentación es múltiple. 

 No  se  puede  establecer  la  relación  entre  la  restricción  del  crecimiento  con  el
desprendimiento prematuro de la placenta, pues no hay una relación de causalidad entre
el uno y el otro.

 El abruptio de placenta no hay forma de anticiparse a su aparición, no hay manera de
poder identificar que una paciente va a hacer un abruptio de placenta.

Todas estas aseveraciones del perito me llevan a respaldar el sentido del fallo apelado,
siendo claro que, en mi opinión, no se logró acreditar la imputación del daño a la parte
demandada, debiendo en consecuencia negarse las pretensiones de la demanda.

Siendo claro que, no se logró acreditar la imputación del daño a la parte demandada, pues no

existe relación entre las patologías presentadas por la señora Lizeth Johanna Quiñonez, es decir,

entre la “restricción del crecimiento intrauterino RCIU” y el “abruptio de placenta (desprendimiento

de placenta)”, pues tal y como lo expusieron los testigos técnicos y el perito, la causa de la muerte

del  feto  (abruptio  de placenta)  no tiene relación causal  con la  patología advertida  durante  el

proceso de gestación y por la cual fue remitida la paciente de la Red Salud Oriente al HUV, esto

es, RCIU. Así  como tampoco, tiene relación de causalidad con una pérdida u oportunidad de

sobrevida. 

Así pues, es dable concluir que la muerte del feto no se produjo por la restricción del crecimiento o

que el desprendimiento de la placenta se produjera a causa de la restricción del crecimiento, sino

que se trata de un hecho aislado, impredecible que no proviene de una causa especifica y puede

afectar a cualquier mujer en gestación. Tampoco es dable considerar, por los mismos motivos,

una pérdida u oportunidad de sobrevida.

Todo lo anterior, evidencia  que el operador judicial al emitir su sentencia incurrió en un defecto

factico, al no valorar en su integridad el material probatorio obrante en el expediente, pues de

haberlo hecho la decisión adoptada hubiese sido distinta. 

V. FUNDAMENTOS JURÍDICOS  

En virtud  de lo  consagrado en el  artículo  86 de  la  Constitución  Política  de Colombia,  “Toda

persona  tendrá  acción  de  tutela  para  reclamar  ante  los  jueces,  en  todo  momento  y  lugar,

mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la
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protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos

resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”

La Constitución Política prevé que son derechos fundamentes el de la igualdad (art. 13 C.P.),

debido proceso (art. 29 C.P.) y el acceso a la administración de justicia (art. 229 C.P.).

En cuanto  al  derecho fundamental  a  la  igualdad el  artículo 13 Constitucional  señala  que “…

recibirán la misma protección y trato de las autoridades…”, igualdad de trato que, como lo ha

señalado  la Corte  Constitucional  en  Sentencia  T-1023 de  2006,  implica  la  “…igualdad  en la

interpretación y en la aplicación de la ley” por lo que el derecho de igualdad implica el respeto y

aplicación del precedente judicial.

Lo anterior implica que el Tribunal Administrativo de Valle del Cauca al proferir la  Sentencia sin

número del 28 de junio de 2024 vulneró el principio de igualdad al no interpretar y aplicar la ley, en

especial, el artículo 4 de la Ley 389 de 1997, como se le aplica a todas las personas que hacen

parte de un contrato de seguro y que han acordado pactar la modalidad de cobertura denominada

“claims made” o “reclamación hecha”. 

En cuanto al derecho fundamental al debido proceso el artículo 29 señala que: “…Nadie podrá ser

juzgado  sino  conforme  a  leyes  preexistentes  al  acto  que  se  le  imputa,  ante  juez  o  tribunal

competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio…”

Frente al derecho fundamental de acceso a la administración de justicia o tutela judicial efectiva, el

artículo 229 Constitucional señala que “Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la

administración de justicia. (…)

Lo anterior implica que el  Tribunal Administrativo de Valle del Cauca al  proferir  Sentencia sin

número del 28 de junio de 2024 vulneró las garantías constitucionales citadas pues la providencia

en  cuestión  adolece  de  una  falta  de  motivación  pues  en  su  parte  considerativa  frente  a  la

vinculación de La Previsora S.A., no explica, ni tan siquiera se pronuncia sobre las condiciones

pactadas dentro de la Póliza No. 1010647, entre las que se encuentra la modalidad de cobertura

de la póliza por reclamación “claims made”, pasando por alto así, que la reclamación al asegurado

se formuló fuera del límite temporal del seguro dejando por fuera de la cobertura, el cumplimiento

de uno de los requisitos indispensables para que opere este tipo de pólizas. Siendo de este modo,

que lo que debía hacer el tribunal, era evaluar si el hecho dañoso y la reclamación se habían

presentado en vigencia de la póliza, pero resolvió fundamentar la responsabilidad de la llamada

en garantía exclusivamente en la ocurrencia del hecho dañoso y omitió analizar si la reclamación

se realizó dentro de los términos del contrato. A pesar de que las premisas fácticas y jurídicas del

caso permitían indicar que la Póliza No. 1010647 por la cual el Hospital Universitario del Valle
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“Evaristo García” llamó en garantía a mi procurada, no ofrecía cobertura para los hechos materia

de litigio, el tribunal accionado sin explicación alguna decidió impartir condena a mi representada.

Con  fundamento  en  las  normas  y  jurisprudencia  señalada,  se  puede  colegir  que  la  decisión

adoptada por el Tribunal Administrativo de Valle del Cauca en la Sentencia SN del 28 de junio de

2024 proferida dentro del proceso de reparación directa adelantado por Duvar Alexis Quiñonez

Cuero y Otros en contra del Hospital Universitario del Valle “Evaristo García” E.S.E y Otros bajo el

radicado No. 76001-33-33-018-2016-00189-01, vulneró los derechos fundamentales a la igualdad

(art. 13 C.P.), al debido proceso (art. 29 C.P.) y al acceso a la administración de justicia (art. 229

C.P.) que le asisten a mi representada, La Previsora S.A. Compañía de Seguros, como se ha

expuesto a lo largo de la presente acción constitucional de tutela.

VI. PRETENSIONES  

Con base en los hechos y argumentos jurídicos aquí señalados, solicito respetuosamente al H.

Consejo  de  Estado,  como  juez  constitucional  de  tutela,  disponer  y  ordenar  al  Tribunal

Administrativo de Valle del Cauca en favor de la compañía de seguros accionante lo siguiente:

PRIMERO  .   Que  se  AMPAREN los  derechos  fundamentales  a  la  IGUALDAD (Art.  13  C.P.),

DEBIDO PROCESO (Art. 29 C.P.) y ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA (Art. 229

C.P.) a favor de mi representada LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS.

SEGUNDO. Que se  AMPARE cualquier otro derecho fundamental constitucional que se estime

vulnerado o amenazado de la lectura de los hechos y las pruebas con base en la facultad oficiosa

del juez constitucional de tutela y el principio iura novit curia.

TERCERO. Que como consecuencia de la declaración que antecede, se  ORDENE DEJAR SIN
EFECTOS la Sentencia SN del 28 de junio de 2024 proferida por el Tribunal Administrativo de

Valle del Cauca con ponencia del Magistrado Jhon Erick Chaves Bravo dentro del proceso de

reparación directa adelantado por Duvar Alexis Quiñonez Cuero y Otros en contra del Hospital

Universitario del  Valle “Evaristo García” E.S.E y Otros bajo el  radicado No. 76001-33-33-018-

2016-00189-01.

CUARTO. Que como consecuencia de la  declaración que antecede,  se  ORDENE  al  Tribunal

Administrativo de Valle del Cauca PROFERIR UNA DECISIÓN DE REEMPLAZO de la Sentencia

SN  del 28 de junio de 2024  proferida dentro del proceso de reparación directa adelantado por

Duvar  Alexis  Quiñonez Cuero y  Otros en contra  del  Hospital  Universitario  del  Valle  “Evaristo

García” E.S.E y Otros bajo el radicado No. 76001-33-33-018-2016-00189-01; y, en su lugar, se

tenga en cuenta la ausencia de cobertura temporal de la póliza dada su modalidad de cobertura
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“Claims Made” y/o la ausencia de acreditación de la causalidad.

VII. PRUEBAS  

Solicito se tengan como pruebas documentales las siguientes que se aportan:

1. Enlace de acceso al expediente en el aplicativo SAMAI del proceso con radicado No. 76001-

33-33-018-2016-00189-01,  adelantado por el señor  Duvar Alexis Quiñonez Cuero y otros en

contra  del  Hospital  Universitario  del  Valle  “Evaristo  García”  E.S.E  y  Otros:

https://samai.consejodeestado.gov.co/PaginasTransversales/DocumentosExpediente.aspx?

numproceso=76001333301820160018901&corporacion=7600123

En el anterior expediente del aplicativo SAMAI se encuentra tanto la actuación llevada a cabo

ante el  Juzgado Administrativo Dieciocho (18º)  del  Circuito  de Cali  como el  trámite de la

segunda  instancia  ante  el  Tribunal  Administrativo  de  Valle  del  Cauca  con  ponencia  del

Magistrado Jhon Erick Chaves Bravo.

2. Copia de la Carátula y el Clausulado general y particular de la Póliza de Responsabilidad Civil

No. 1010647.

3. Sentencia de tutela proferida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado, C.P. Jorge Octavo

Ramírez, en el proceso bajo radicado 11001-03-15-000-2018-00027-01(AC) del 12 de febrero

de 2019. 

 

VIII. ANEXOS  

1. Poder especial conferido al suscrito. 

2. Certificado  de  existencia  y  representación  legal  de  La  Previsora  S.A.  Compañía  de

Seguros. 

3. Las pruebas documentales mencionadas en el acápite anterior. 

IX. JURAMENTO  

Bajo  la  gravedad  del  juramento  manifiesto  que,  por  los  mismos  hechos  y  derechos,  no  he

presentado petición similar ante ninguna autoridad judicial.
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X. NOTIFICACIONES  

A la parte accionada. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE VALLE DEL CAUCA, en la dirección de

correo electrónico: s01tadvalle@cendoj.ramjudicial.gov.co

A mi representada, LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS, en la Cl 57 No. 9 – 07 de la

ciudad de Bogotá D.C, correo electrónico: notificacionesjudiciales@previsora.gov.co

Al suscrito, en la Avenida 6 A Bis No. 35N–100, Oficina 212, Centro Empresarial Chipichape de la

ciudad de Cali; correo electrónico: notificaciones@gha.com.co

Cordialmente, 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA 
C.C. No.19.395.114 de Bogotá D.C.

T. P. No. 39.116 del C.S. J.
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ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL en medio de Control 
de Reparación Directa / DEFECTO SUSTANTIVO – Se configura al aplicar 
erróneamente una disposición normativa / DEFECTO FÁCTICO - Se 
configura al interpretar erróneamente las cláusulas del contrato de seguro  
de responsabilidad  civil / CONTRATO DE SEGURO -  Modalidad claim made 
o de reclamación hecha 
 
De acuerdo con las pruebas del contrato se tiene que entre la accionante 
[compañía aseguradora] y la ESE HMI se suscribió una póliza de responsabilidad 
civil con cobertura por reclamación o con cláusulas claims made, y con vigencia 
del 4 de octubre de 2007 al 4 de octubre de 2008.  La cobertura con cláusula claim 
made implica que la reclamación por ocurrencia del hecho dañoso se realice 
dentro de la vigencia de la póliza o su extensión, si se pacta. El Tribunal 
Administrativo de Caquetá resolvió la responsabilidad de la llamada en garantía 
aplicando una disposición normativa que no se corresponde con las cláusulas de 
la póliza suscrita entre las partes, pues a pesar de tratarse de una cobertura por 
reclamación, la autoridad judicial aplicó la teoría del descubrimiento, y expuso que 
dado que el hecho dañoso ocurrió en vigencia de la póliza, este debía ser  
asumido por la aseguradora; aseveración que desconoce la naturaleza de la 
cobertura acordada por las partes según la cual el hecho y la reclamación debían 
ocurrir en vigencia de la póliza. (…). Para la Sala la lectura literal de la cláusula 
décima [del contrato de seguro] permite concluir que el periodo de extensión de 
reclamos está condicionado a la contratación del anexo que así lo estipule, y que 
requiere que se cumpla con requisitos como la radicación de un escrito por parte 
del asegurado 30 días previos al vencimiento de la vigencia de la póliza y el pago 
de una suma adicional. (…) En el caso concreto el Tribunal Administrativo de 
Caquetá hizo una interpretación errada del artículo 4° de la Ley 389 de 1997 al 
analizar la responsabilidad de la llamada en garantía [aseguradora], aplicando la 
cobertura por descubrimiento, propio del seguro de manejo y riesgos financieros, e 
incluso tratándolo como un seguro de responsabilidad por ocurrencia pura, cuando 
entre el asegurado y el tomador se suscribió una póliza de responsabilidad civil 
por reclamación o con cláusulas claims made. Es así que, además de establecer 
si el hecho amparado ocurrió en vigencia de la póliza, correspondía al Tribunal 
determinar, de conformidad con las pruebas del proceso, debió determinar si la 
reclamación ocurrió dentro de la vigencia del seguro. (…) [S]e encuentra que la 
sentencia del 29 de junio de 2017, proferida por el Tribunal Administrativo de 
Caquetá, en lo que refiere a la responsabilidad del llamado en garantía incurrió en 
defecto sustantivo por indebida aplicación del artículo 4° de la Ley 389 de 1997, y 
en defecto fáctico por omisión en la valoración de las cláusulas de la póliza de 
responsabilidad civil profesional para instituciones médicas.  
 
FUENTE FORMAL: LEY 389 DE 1997 - ARTÍCULO 4 
 

 
CONSEJO DE ESTADO 

 
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

 
SECCIÓN CUARTA 

 
Consejero ponente: JORGE OCTAVIO RAMÍREZ RAMÍREZ 

 
Bogotá, D.C., doce (12) de febrero de dos mil diecinueve (2019) 
 



Radicación número: 11001-03-15-000-2018-00027-01(AC) 
 
Actor: LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS 
 
Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CAQUETÁ 
 
 
 
La Sala decide la impugnación interpuesta por La Previsora S.A. Compañía de 
Seguros contra la sentencia del 12 de marzo de 2018 proferida por la Sección 
Segunda, Subsección "B" del Consejo de Estado, que en el trámite de la acción de 
tutela de la referencia, resolvió lo siguiente: 

 

“PRIMERO. NEGAR la solicitud de amparo invocada por LA Previsora 
S.A. Compañía de Seguros dentro de la acción de tutela interpuesta 
contra el Tribunal Administrativo del Caquetá, de conformidad con las 
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.”1 

 

ANTECEDENTES 

 

La Previsora S.A. Compañía de Seguros, por conducto de apoderado judicial, 
interpuso acción de tutela contra el Tribunal Administrativo de Caquetá, por 
considerar vulnerado su derecho fundamental al debido proceso. 

 

1.  Pretensiones 

 

Las pretensiones de la acción de tutela son las siguientes: 

 

“Primero.- Con base en las anteriores consideraciones solicito 
respetuosamente que se tutelen a favor de mi poderdante el derecho 
fundamental al debido proceso y a la defensa, así como  los demás 
derechos que de ellos se derivan y que resultaron violados mediante la 
providencia emitida el 29 de junio de 2017, por la Sala Tercera de 
decisión del Honorable Tribunal Administrativo del Caquetá. 

  

Segundo.- Que, como consecuencia de lo anterior se ordene dejar sin 
efectos la providencia emitida el 29 de junio de 2017, por la Sala 
Tercera de decisión del Honorable Tribunal Administrativo del Caquetá.  

 

                                                           
1 Ver folio 119 del cuaderno No.1 de tutela.  



Tercero.- Que, como consecuencia de lo anterior, se exima de 
responsabilidad a mi representada toda vez que, como se demostró 
anteriormente, la misma no tiene a su cargo ningún tipo de 
responsabilidad en el presente caso.”2 

 

2. Hechos  

 

Del expediente se advierten como hechos relevantes los siguientes: 

 

2.1. Fanny María Montano Huaca y otros, presentaron demanda en ejercicio del 
medio de control de reparación directa en contra la ESE Hospital María 
Inmaculada de Florencia con el propósito de que se declarara su responsabilidad 
administrativa y patrimonial por los perjuicios a ellos ocasionados en razón a un 
equivocado procedimiento médico que terminó con la muerte de su nasciturus.  

 

2.2. En el trámite del proceso, la ESE Hospital María Inmaculada de Florencia 
llamó en garantía a La Previsora Compañía S.A. Compañía de Seguros, en virtud 
de la póliza de responsabilidad civil No. 1001433. 

 

2.3. Del proceso conoció el Juzgado Cuarto Administrativo de Descongestión de 
Florencia, que en sentencia del 30 de septiembre de 2014, accedió a las 
pretensiones de la demanda, condenó a la ESE Hospital María Inmaculada de 
Florencia a la indemnización de perjuicios a favor de los demandantes, y absolvió 
al llamado en garantía, La Previsora Compañía S.A Compañía de Seguros, 
aduciendo que no se aportó prueba de que la entidad hospitalaria, dentro del 
término de la vigencia, hubiera puesto en conocimiento del asegurador el reclamo 
objeto de la demanda de reparación directa.  

2.3. Los demandantes interpusieron recurso de apelación ante el Tribunal 
Administrativo de Caquetá que, en sentencia del 29 de junio de 2017, confirmó la 
responsabilidad administrativa de la ESE Hospital María Inmaculada de Florencia, 
pero modificó el numeral segundo en los siguientes términos:  

 

“SEGUNDO: REVOCAR el numeral tercero de la sentencia impugnada 
y en su lugar se dispone: 

 

„TERCERO: CONDENAR a la Llamada en Garantía PREVISORA S.A. 
COMPAÑÍA DE SEGUROS, a pagar a la E.S.E. HOSPITAL MARÍA 
INMACULADA DE FLORENCIA, el monto total de la condena que 
mediante la presente sentencia se le impone a ésta, sin que en todo 
caso dicho pago supere el límite de disponibilidad de recursos 

                                                           
2 Ver fls. 22 y 23 del expediente de tutela. 



existentes, a la fecha del mismo, de acuerdo con el valor asegurado en 
el contrato respectivo.‟”3 

 

3.  Fundamentos de la acción 

 

La sociedad accionante alegó que la providencia proferida por el Tribunal 
Administrativo del Caquetá el 29 de junio de 2017, adolece de los siguientes 
defectos:  

 

3.1. Defecto sustantivo por desconocer el tenor literal del artículo 4° de la Ley 
389 de 1997, y fundamentar la sentencia en un fenómeno ajeno a lo allí dispuesto 
como es el de la prescripción. 

 

Aclara que el problema jurídico a resolver se concretaba en la modalidad de 
cobertura otorgada por el seguro.  

 

3.2. Defecto fáctico porque la Corporación judicial de segunda instancia omitió 
valorar el pacto contractual establecido en las condiciones generales de la póliza 
en relación con la modalidad temporal de cobertura acordada entre el tomador y 
asegurador.  

 

Estima que la sentencia acusada desconoce el alcance contractual y 
jurisprudencial de la modalidad de cobertura por reclamación pactada en el 
contrato.  

 

3.3. Desconocimiento del precedente judicial dado que la accionada omitió el 
análisis interpretativo del Consejo de Estado en relación con las modalidades de 
riesgo o cobertura pactadas en el contrato de seguro.  

 

En el escrito de tutela se relacionaron providencias al parecer proferidas con 
ponencia del  magistrado Mauricio Fajardo Gómez, pero no proporcionó número 
de radicado ni sujetos procesales, omisión que impidió verificar el contenido de las 
providencias ya que sólo informa ponente y fecha de expedición de la sentencia.  

 

3.4. Aduce que en el análisis del asunto no tiene relevancia que el hecho 
dañoso se hubiera materializado en vigencia de la póliza, lo determinante era que 

                                                           
3 Ver fol. 373 del cuaderno No. 1 del expediente en préstamo contentivo del medio de 

control de reparación directa con radicado No. 18001-33-31-001-2009-00138-00. 



durante la vigencia se haya efectuado la reclamación, de acuerdo con la 
modalidad del seguro que se pactó entre las partes.  

 

4.  Trámite impartido e intervenciones 

 

4.1. El Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección "B" avocó el 
conocimiento de la presente acción de tutela; dispuso la notificación a las partes; y 
vinculó como terceros interesados en el proceso a la ESE Hospital María 
Inmaculada de Florencia y al Juzgado Cuarto Administrativo de Descongestión del 
Circuito de Florencia, o quien haga sus veces. 

 

4.2. El Tribunal Administrativo del Caquetá, el Juzgado Cuarto Administrativo de 
Descongestión de Florencia y la ESE Hospital María Inmaculada de Florencia 
guardaron silencio frente a la acción de tutela, el fallo de primera instancia y su 
impugnación4.   

 

4.3. En el trámite de la segunda instancia el despacho ponente se percató de la 
indebida notificación de las providencias proferidas en el trámite de esta acción de 
tutela frente a la ESE Hospital María Inmaculada de Florencia, por lo que puso en 
su conocimiento la posible configuración de la causal de nulidad. Para tal fin, ofició 
a la Secretaría General de esta Corporación previniendo que la notificación de las 
providencias se surtiera al buzón electrónico dispuesto por la entidad para tal fin, a 
saber: notificacionesjudiciales@hmi.gov.co  

 

A pesar de lo anterior, la ESE Hospital María Inmaculada de Florencia guardó 
silencio.  

 

5. Providencia impugnada 

 

En sentencia del 12 de marzo de 2018, el Consejo de Estado, Sección Segunda, 
Subsección "B" negó las pretensiones de la demanda al considerar que el Tribunal 
accionado hizo una correcta interpretación y aplicación del artículo 4° de la Ley 
389 de 1997, toda vez que, la póliza de seguro que se analiza, contempla la 
opción de amparo en la modalidad de reclamación con periodo adicional, en virtud 
de la cual, el siniestro se entiende ocurrido solo hasta que se presente la 
reclamación de la víctima mínimo dentro de los dos años siguientes a la vigencia 
del contrato.  

 

                                                           
4  La notificación de las entidades mencionadas consta a folios 60 a 70, 101 a 109 y 

142 a 148 del cuaderno de tutela.  



Así que, la vigencia del contrato de seguro era del 4 de octubre de 2007 al 4 de 
octubre de 2008, pero como en la cláusula 10° de la Póliza de seguro No. 
1001433 se estableció la posibilidad de efectuar la reclamación con el periodo 
adicional de 2 años, entendió que las reclamaciones por el riesgo asegurado se 
extendían hasta el 4 de octubre de 2010. 

 

Y consideró que, como la demanda fue presentada el 16 de julio de 2009, admitida 
el 17 de septiembre del mismo año y notificada al Hospital el 11 de marzo de 2010 
–momento en el que se llama en garantía a la aquí accionante–, el Tribunal 
accionado realizó una interpretación razonable del inciso 2° del artículo 4° de la 
Ley 389 de 1997. 

 

6. Impugnación 

 

El apoderado de La Previsora S.A. Compañía de Seguros presentó escrito de 
impugnación en el que expuso las siguientes razones de inconformidad frente a la 
sentencia del a quo:  

 

6.1. Estimó que, el juez de tutela en primera instancia no estableció de manera 
adecuada el objeto de la litis ni el escenario de vulneración de derechos 
fundamentales, dado que dio un alcance errado a la condición décima de la póliza 
de responsabilidad civil No. 1001433.  

 

Aclaró que de la lectura de la cláusula décima, no de deriva el alcance que le 
dieron el juez de la causa y el de tutela, pues ésta no consagra el derecho del 
asegurado para exigir el amparo de las reclamaciones presentadas dentro de los 
dos años siguientes a la vigencia de la póliza, sino que consagra la posibilidad de 
que se contrate un anexo de cobertura adicional, para lo cual se debe pagar una 
prima adicional. 

 

6.2. En el expediente no hay prueba de que la ESE Hospital María Inmaculada 
de Florencia haya contratado el referido anexo para la extensión del periodo de 
reclamos.  

 

6.3. De la interpretación sistemática y literal de la póliza, se desprende con 
claridad que la extensión del periodo de reclamos requiere de anexo para 
contratarse, y no aparece como una condición particular consensuada por las 
partes.  

 

6.4. La sentencia objeto de disenso desconoció el contenido del artículo 4° de la 
Ley 389 de 1997.  



 

6.5. Las autoridades judiciales confundieron el seguro de manejo y riesgos 
financieros con el de responsabilidad civil.  

 

6.6. El Tribunal Administrativo de Caquetá no analizó los argumentos de 
defensa expuestos por la llamada en garantía dentro del proceso ordinario en el 
que se aclaraba el contenido de las cláusulas del contrato y su alcance.  

 

6.7. La accionada desconoció el precedente del Consejo de Estado relativo a las 
cláusulas claims made.  

 

CONSIDERACIONES DE LA SALA 

 

1. La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política 
y reglamentada por el Decreto 2591 de 1991, fue concebida como un mecanismo 
para la protección inmediata, oportuna y adecuada de derechos fundamentales, 
ante situaciones de amenaza o vulneración, por la acción u omisión de las 
autoridades públicas, o de los particulares en casos concretos y excepcionales.  
 

Sin embargo, es subsidiaria a otras herramientas judiciales, salvo cuando se 
interponga como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

  

2. La acción de tutela contra providencias judiciales 

 

La acción de tutela procede de manera excepcional contra providencias judiciales, 
y así lo ha reconocido la Corte Constitucional y el Consejo de Estado.  

 

Por esto, la jurisprudencia ha establecido una serie de requisitos generales5 y 
especiales6 que deben cumplirse de forma estricta, de allí que, si no se cumplen 
                                                           
5 Los requisitos generales para la procedencia de la acción de tutela contra 

providencias judiciales son: i)  que el actor indique los hechos y las razones en que se 

fundamenta la acción; ii) el accionante haya utilizado todos los mecanismos judiciales 

ordinarios y extraordinarios a su alcance para la protección de sus derechos 

fundamentales (subsidiariedad); iii) que la acción se haya interpuesto en un término 

prudencial (inmediatez); iv) que el asunto sea de evidente relevancia constitucional; 

y v) que no se trate de una decisión proferida en sede de tutela. 

6 Los requisitos especiales para la procedencia de la acción de tutela contra 

providencias judiciales son: i) defecto orgánico, ii) defecto procedimental, iii) defecto 

fáctico, iv) defecto material o sustantivo, v) defecto por error inducido, vi) defecto por 

falta de motivación, vii) defecto por desconocimiento del precedente y viii) defecto por 

violación directa de la Constitución. 



todos los requisitos generales y por lo menos uno de los defectos o requisitos 
especiales, la acción no será procedente. 

 

El análisis sobre el cumplimiento de los requisitos debe restringirse únicamente a 
los argumentos planteados por los intervinientes en el proceso. En consecuencia, 
la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales exige un mayor 
rigor en la fundamentación del vicio que se atribuye a la sentencia judicial objeto 
de la acción.  

 

3. Cuestión previa: del saneamiento de la causal de nulidad consagrada 
en el artículo 133 – 8  del Código General del Proceso 

 

El despacho ponente informó a la ESE Hospital María Inmaculada de Florencia7, 
la posible configuración de la causal de nulidad prevista en el artículo 133.8 del 
CGP8; sin embargo, transcurrido el término legal para invocarla la entidad no se 
pronunció.  

 

El artículo 137 del Código General del Proceso, relativo a la “Advertencia de la 
nulidad”, establece que si la parte interesada no alega la nulidad en el término de 
3 días siguientes a la notificación, ésta quedará saneada y el proceso seguirá su 
curso. 

 

Dado que la ESE Hospital María Inmaculada de Florencia no se pronunció sobre 
la configuración de la causal de nulidad advertida, la Sala la declara saneada, y 
continuará con el trámite de segunda instancia de la acción de tutela de la 
referencia.   

 

4. Planteamiento del problema jurídico  

                                                           
7 Ver fls. 151 y 159 del cuaderno de tutela.  

8 Código General del Proceso. Ley 1564 de 2012. ARTÍCULO 133. CAUSALES DE 

NULIDAD. El proceso es nulo, en todo o en parte, solamente en los siguientes casos: 

(…) 8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la 

demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque 

sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que deban 

suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se 

cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de 

acuerdo con la ley debió ser citado. 

Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de notificar una 

providencia distinta del auto admisorio de la demanda o del mandamiento de pago, el 

defecto se corregirá practicando la notificación omitida, pero será nula la actuación 

posterior que dependa de dicha providencia, salvo que se haya saneado en la forma 

establecida en este código. 



 

El asunto objeto de estudio guarda relación con los presuntos defectos en que 
incurrió el Tribunal Administrativo de Caquetá al desatar el recurso de apelación 
dentro del proceso de reparación directa No. 18001-33-31-001-2009-00138-00, 
haciendo una interpretación errada del artículo 4° de la ley 389 de 1997 y de las 
cláusulas del contrato de seguro de responsabilidad civil suscrito entre la aquí 
accionada y la ESE Hospital María Inmaculada de Florencia, lo que llevó a que se 
condenara a la aseguradora al pago de indemnización a favor de los 
demandantes, aunque la póliza ya no tenía cobertura respecto de la reclamación.  

 

Así las cosas, corresponde a la Sala determinar si la autoridad judicial accionada 
incurrió en los defectos sustantivo, fáctico y por desconocimiento del precedente 
judicial al condenar al llamado en garantía –La Previsora S.A. Compañía de 
Seguros–, al pago de los perjuicios reconocidos a favor de los demandantes 
dentro del proceso de reparación directa No. 18001-33-31-001-2009-00138-00.  

 

5. La configuración del defecto sustantivo por indebida aplicación del 
artículo 4° de la Ley 389 de 1997 

 

5.1. La ESE Hospital María Inmaculada de Florencia y la Previsora S.A.  
suscribieron póliza de seguro de responsabilidad civil profesional para 
instituciones médicas No. 1001433, con vigencia del 4 de octubre de 2007 al 4 
de octubre de 2008, por un valor asegurado de 250 millones de pesos9.  

 

En las condiciones generales de la póliza suscrita, acápite relativo a los amparos, 
se lee lo siguiente:  

 

“1. AMPAROS CUBIERTOS 

  

ESTA PÓLIZA OTORGA LA COBERTURA POR LA 
RESPONSABILIDAD CIVIL PROPIA DE CLÍNICAS, SANATORIOS, 
HOSPITALES Y/U OTRO TIPO DE ESTABLECIMIENTOS O 
INSTITUCIONES MÉDICAS, BAJO LAS LIMITACIONES Y 
EXCLUSIONES DESCRITAS A CONTINUACIÓN:  

 

1.1. RESPONSABILIDAD CIVIL PROFESIONAL MÉDICA:  
 

                                                           
9 Ver fol. 110 del cuaderno No. 3 del llamado en garantía y fol. 14 del cuaderno No. 5 

relativo a las pruebas de segunda instancia, expediente en préstamo contentivo del 

medio de control de reparación directa con radicado No. 18001-33-31-001-2009-

00138-00. 



a) EL ASEGURADOR SE OBLIGA A INDEMNIZAR AL 
ASEGURADO POR CUALQUIER SUMA DE DINERO QUE ESTE 
DEBA PAGAR A UN TERCERO EN RAZÓN A LA RESPONSABILIDAD 
CIVIL EN QUE INCURRA, EXCLUSIVAMENTE COMO 
CONSECUENCIA DE CUALQUIER ACTO MÉDICO DERIVADO DE LA 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES DE ATENCIÓN EN 
LA SALUD DE LAS PERSONAS, DE EVENTOS QUE SEAN 
RECLAMADOS Y NOTIFICADOS POR PRIMERA VEZ DURANTE LA 
VIGENCIA DE LA PÓLIZA Y HASTA EL LÍMITE DE COBERTURA 
ESPECIFICADO EN LAS CONDICIONES PARTICULARES (SALVO 
ACTOS MÉDICOS QUE QUEDEN EXPRESAMENTE EXCLUIDOS). 
 

[…] 

 

1.5. ESTE SEGURO CUBRE LA RESPONSABILIDAD CIVIL DEL 
ASEGURADO POR EL “ACTO MÉDICO” O “EVENTO”, QUE DIERA 
ORIGEN A LOS “DAÑOS MATERIALES” Y/O “LESIONES 
CORPORALES” ALEGADOS, SIEMPRE Y CUANDO SE CUMPLAN 
LAS SIGUIENTES CONDICIONES:  

 

a) QUE DICHO ACTO MÉDICO HAYA OCURRIDO 
DESPUÉS DE LA FECHA DE RETROACTIVIDAD ESTABLECIDO EN 
LA PÓLIZA, EN CASO DE NO ESTAR ESTABLECIDA DICHA FECHA, 
QUE EL ACTO MÉDICO HAYA OCURRIDO DURANTE LA VIGENCIA 
DE ÉSTA PÓLIZA.  

 

b) QUE EL TERCERO O SUS CAUSAHABIENTES 
FORMULEN SU RECLAMO Y LO NOTIFIQUEN FEHACIENTEMENTE, 
POR ESCRITO, DURANTE EL PERIODO DE VIGENCIA DE ESTA 
PÓLIZA, SU  RENOVACIÓN O EL PERIODO DE EXTENSIÓN PARA 
DENUNCIAS.”10 (Énfasis propio) 

 

5.2. En segunda instancia del proceso de reparación directa No. 18001-33-31-
001-2009-00138-00, el Tribunal Administrativo de Caquetá dictó sentencia, en la 
que confirmó la decisión del a quo de declarar la responsabilidad administrativa de 
la ESE Hospital María Inmaculada de Florencia, pero además, condenó al llamado 
en garantía –La Previsora S.A. –, a pagar a la entidad el monto de la condena de 
acuerdo con el valor asegurado en la póliza.  

 

En relación con la responsabilidad del llamado en garantía, el Tribunal 
Administrativo de Caquetá procedió con el análisis del artículo 4° de la Ley 389 de 
1997 en los siguientes términos:  

 
                                                           
10 Ver fol. 114 a 117 del cuaderno No. 3 del llamamiento en garantía expediente en 

préstamo contentivo del medio de control de reparación directa con radicado No.  

18001-33-31-001-2009-00138-00 



“La norma tiene dos componentes donde el Llamado en Garantía, solo 
trata la parte final del primer párrafo, pero omite referirse a la primera 
parte, que es el descubrimiento de hechos que se presentan en su 
vigencia, el cual es el que debe aplicarse en este caso, dado que el 
HMI, tan solo vino a conocer de la existencia de la demanda y de los 
sucedidos, cuando se presentó la demanda esto es el 16 de julio de 
2009, pero los hechos sucedieron el 16 de septiembre de 2008, en 
vigencia de la póliza de responsabilidad constituida por el Hospital, que 
vencía el 10 de octubre de 2008, por tanto los hechos o el siniestro 
sucedieron en vigencia de la garantía, por lo que no es de recibo el 
argumento del Llamado, por la misma disposición normativa.”11 (Énfasis 
propio) 

 

5.3. Ahora bien, el artículo 4° de la Ley 389 de 199712 es del siguiente tenor:  

 

“En el seguro de manejo y riesgos financieros y en el de 
responsabilidad la cobertura podrá circunscribirse al descubrimiento de 
pérdidas durante la vigencia, en el primero, y a las reclamaciones 
formuladas por el damnificado al asegurado o a la compañía durante la 
vigencia, en el segundo, así se trate de hechos ocurridos con 
anterioridad a su iniciación. 

 

Así mismo, se podrá definir como cubiertos los hechos que acaezcan 
durante la vigencia del seguro de responsabilidad siempre que la 
reclamación del damnificado al asegurado o al asegurador se efectúe 
dentro del término estipulado en el contrato, el cual no será inferior a 
dos años”. 

 

5.4. La Sociedad accionante considera que la autoridad judicial hizo una 
indebida aplicación del artículo 4° de la Ley 389 de 1997, ya que resolvió la 
responsabilidad de la llamada en garantía aplicando la modalidad de cobertura 
por descubrimiento, propio de los seguros de riesgos financieros, cuando entre las 
partes se suscribió una póliza de responsabilidad civil con cláusulas claims made.  

 

5.5. El defecto sustantivo es aquel vicio relacionado con la interpretación y 
aplicación de las disposiciones que integran el ordenamiento jurídico, que tiene 
una incidencia directa en la decisión y del que se puede predicar que de forma 
directa y autónoma lesiona los derechos fundamentales.  

 

                                                           
11

 Ver fol. 368 a 370 del cuaderno No. 1 del llamamiento en garantía expediente en 

préstamo contentivo del medio de control de reparación directa con radicado No. 

18001-33-31-001-2009-00138-00 

12 Por la cual se modifican los artículos 1036 y 1046 del Código de Comercio. 



De esta forma, la jurisprudencia constitucional ha considerado que el defecto 
material o sustantivo se produce cuando el juez toma una decisión con 
fundamento en normas inexistentes, inconstitucionales o inaplicables al caso, lo 
que genera una contradicción evidente entre los fundamentos y la decisión13.  

 

Igualmente, puede presentarse cuando se interpreta una disposición en forma 
incompatible con las circunstancias fácticas y, por tanto, la interpretación dada por 
el juez resulta a todas luces improcedente. En estos casos, la jurisprudencia ha 
sido enfática en predicar que no cualquier interpretación inadecuada puede 
considerarse vulneradora del derecho al debido proceso, sino que esta debe ser 
abiertamente arbitraria y carecer de razonabilidad. 

 

En atención a lo anterior, si bien el juez ordinario goza de autonomía e 
independencia para interpretar y aplicar las disposiciones del ordenamiento 
jurídico, el ejercicio de estas potestades no puede ser caprichoso. 

 

5.6. Para resolver este asunto es pertinente hacer un recuento de las 
modalidades de cobertura que la legislación colombiana dispone para los seguros 
de responsabilidad civil.  

 

Antes de la reforma introducida por la Ley 389 de 1997, la cobertura que se 
aplicaba para los seguros de responsabilidad civil era la de ocurrencia pura, que 
delimitaba el amparo a que el siniestro tuviera lugar durante la vigencia de la 
póliza (teoría del hecho dañoso).  

 

Posteriormente, el artículo 4° de la Ley 389 de 1997 introdujo en Colombia la 
cobertura por reclamación o con cláusulas claims made, en las que elemento 
determinante para acceder a la cobertura es que el reclamo sea formulado durante 
la vigencia del seguro.  

 

Adicional a lo anterior, la norma permite que se acuerde un periodo retroactivo por 
medio del cual el asegurador se compromete a amparar hechos dañosos ocurridos 
antes de la vigencia del contrato, pero reclamados durante esta y/o que se pacte 
una extensión a la cobertura, que no podrá ser inferior a dos años, y cubre los 
hechos dañosos que se materialicen durante la vigencia de la póliza, pero que 
sean reclamados en el periodo adicional. 

 

Finalmente, tenemos la cobertura claims made pura que exige que tanto el hecho 
dañoso como reclamación ocurran en vigencia del contrato. 

 

                                                           
13 Sentencia SU-159 de 2002 proferida por la Corte Constitucional. 



5.7. Visto lo anterior, a juicio de la Sala, en el caso objeto de estudio la autoridad 
judicial dio un alcance errado al artículo 4° de la Ley 389 de 1997, por las 
siguientes razones:  

 

5.7.1. De acuerdo con las pruebas del contrato se tiene que entre la 
accionante y la ESE HMI se suscribió una póliza de responsabilidad civil con 
cobertura por reclamación o con cláusulas claims made, y con vigencia del 4 de 
octubre de 2007 al 4 de octubre de 2008. 

 

5.7.2. La cobertura con cláusula claim made implica que la reclamación por 
ocurrencia del hecho dañoso se realice dentro de la vigencia de la póliza o su 
extensión, si se pacta. 

 

5.7.3. El Tribunal Administrativo de Caquetá resolvió la responsabilidad de 
la llamada en garantía aplicando una disposición normativa que no se 
corresponde con las cláusulas de la póliza suscrita entre las partes, pues a pesar 
de tratarse de una cobertura por reclamación, la autoridad judicial aplicó la teoría 
del descubrimiento, y expuso que dado que el hecho dañoso ocurrió en vigencia 
de la póliza, este debía ser  asumido por la aseguradora; aseveración que 
desconoce la naturaleza de la cobertura acordada por las partes según la cual el 
hecho y la reclamación debían ocurrir en vigencia de la póliza.  

 

Es decir, de acuerdo con el artículo en comento y el clausulado del contrato de 
seguro, lo que correspondía resolver al Tribunal era si el hecho dañoso y la 
reclamación se habían presentado en vigencia de la póliza, pero el Tribunal 
fundamentó la responsabilidad de la llamada en garantía, exclusivamente en la 
ocurrencia del hecho dañoso y omitió analizar si la reclamación se realizó dentro 
de los términos del contrato.  

 

6. Consideraciones frente a la sentencia de tutela de primera instancia 

 

6.1. El a quo expuso que aunque de la cláusula 1 literal a) del contrato podría 
inferirse que se trata de una cobertura claim made pura, ello se desvirtúa con la 
lectura sistemática del contrato, dado que la cláusula 10° extiende la cobertura de 
las reclamaciones por 2 años más, es decir, hasta el 4 de octubre de 2010.  

 

6.2. En su impugnación, La Previsora S.A. Compañía de Seguros expuso su 
desacuerdo con tal consideración, y aclaró que el periodo de extensión de 
reclamación estipulado en la cláusula 10° del contrato, otorga la posibilidad al 
tomador de contratar un anexo de cobertura para lo cual deberá cumplir ciertos 
requisitos, pero que no es un derecho incorporado, como lo entendió el juez de 
tutela de primera instancia.  



 

Agregó que no existe prueba en el expediente que demuestre que la ESE Hospital 
María Inmaculada de Florencia contrató tal anexo, que pagó el valor de la prima 
por tal extensión de cobertura, y por tanto, que se extendió el periodo de reclamos.  

 

6.3. En vista de lo anterior, se tiene que respecto de una misma cláusula se 
presentan dos interpretaciones disímiles: por un lado, el juez de tutela de primera 
instancia sostiene que dicha cláusula consagra la extensión del periodo de 
reclamos –en el caso concreto, hasta el 4 de octubre de 2010–, y por otro, La 
Previsora S.A. Compañía de Seguros, que sostiene que dicha cláusula no 
constituye un derecho incorporado, sino la posibilidad que se otorga al tomador de 
extender el periodo de reclamos contratando un anexo. 

6.4. Ahora bien, el tenor literal de la cláusula décima de la póliza No.100 1433 
es el siguiente: 

 

“CONDICIÓN DÉCIMA- EXTENSIÓN DEL PERIODO DE RECLAMOS 

La Extensión del  Periodo de Reclamos dará el derecho al asegurado 
de extender, hasta un período máxima de dos (2) años, la cobertura 
para los reclamos que se reciban o se formulen con posterioridad a la 
vigencia de la póliza y exclusivamente por actos médicos ocurridos 
durante la vigencia de la póliza.  

 

El anexo de Extensión del Periodo para Reclamos no cambiará la fecha 
de la vigencia de la presente póliza. Simplemente extenderá el período 
durante el cual, el Asegurado, podrá poner en conocimiento del 
Asegurador dichos reclamos.  

 

(…) 

 

Para los términos de este contrato, el Asegurado podrá contratar un 
anexo para la Extensión del Periodo de Reclamos en caso de rescisión 
o no renovación del contrato a su vencimiento,  por una suma adicional, 
y bajo los términos estipulados en esta cláusula, salvo cuando el 
contrato termine automáticamente por falta de pago de la prima por el 
Asegurado, hecho que generará la pérdida del derecho del Asegurado 
para la adquisición de tal anexo.  

 

A fines de obtener el anexo para la Extensión del Periodo para 
Reclamos, el Asegurado deberá hacer lo siguiente: 

 

● Someter por escrito su solicitud al Asegurador, dentro de los 
treinta (30) días anteriores a la finalización de la presente cobertura.  



● Pagar de contado la prima correspondiente.  
 

[…] 

 

En caso de que el Asegurado no cumpla con todas y cada una de las 
condiciones necesarias para la contratación del anexo, el Asegurador 
quedará liberado de su obligación de otorgarlo.  

 

Igualmente, para lo efectos de este contrato, si el Asegurado opta por 
no adquirir el anexo, o pierde el derecho para hacerlo, el Asegurador no 
será responsable y quedará liberado para atender cualquier reclamo 
efectuado por terceros:  

 

● Luego del vencimiento de la vigencia de la última póliza no 
renovada. Sea cual fuere la fecha de ocurrencia del hecho generador 
del reclamo. (…)”14 (Resaltos propios). 
 

6.5. Para la Sala la lectura literal de la cláusula décima permite concluir que el 
periodo de extensión de reclamos está condicionado a la contratación del anexo 
que así lo estipule, y que requiere que se cumpla con requisitos como la 
radicación de un escrito por parte del asegurado 30 días previos al vencimiento de 
la vigencia de la póliza y el pago de una suma adicional. 

 

Así entonces, correspondería al juez de la causa establecer si dichos requisitos se 
encontraban plenamente probados en el proceso para determinar el periodo de 
cobertura de reclamos en el caso concreto.  

 

7. Requisitos y alcance del defecto por desconocimiento del precedente 

 

Frente al defecto por desconocimiento del precedente judicial alegado, se tiene 
que los argumentos expuestos no satisfacen la carga argumentativa que se exige 
de la acción de tutela contra providencias judiciales, ya que no se expuso cual es 
el precedente y la regla de decisión desconocida por el Tribunal Administrativo 
accionado.  

 

Por lo tanto, y al no acreditarse el requisito general de procedencia de relevancia 
constitucional, la sala se relevará de efectuar el análisis de este defecto.  

                                                           
14 Ver fol. 126 del cuaderno No. 3 del llamamiento en garantía expediente en préstamo 

contentivo del medio de control de reparación directa con radicado No.  18001-33-31-

001-2009-00138-00 



 

8. Conclusión  

 

8.1. En el caso concreto el Tribunal Administrativo de Caquetá hizo una 
interpretación errada del artículo 4° de la Ley 389 de 1997 al analizar la 
responsabilidad de la llamada en garantía -La Previsora S.A. Compañía de 
Seguros–, aplicando la cobertura por descubrimiento, propio del seguro de manejo 
y riesgos financieros, e incluso tratándolo como un seguro de responsabilidad por 
ocurrencia pura, cuando entre el asegurado y el tomador se suscribió una póliza 
de responsabilidad civil por reclamación o con cláusulas claims made. Es así que, 
además de establecer si el hecho amparado ocurrió en vigencia de la póliza, 
correspondía al Tribunal determinar, de conformidad con las pruebas del proceso, 
debió determinar si la reclamación ocurrió dentro de la vigencia del seguro.  

 

8.2. De acuerdo con lo indicado se encuentra que la sentencia del 29 de junio 
de 2017, proferida por el Tribunal Administrativo de Caquetá, en lo que refiere a la 
responsabilidad del llamado en garantía incurrió en defecto sustantivo por indebida 
aplicación del artículo 4° de la Ley 389 de 1997, y en defecto fáctico por omisión 
en la valoración de las cláusulas de la póliza de responsabilidad civil profesional 
para instituciones médicas celebrada entre la ESE Hospital María Inmaculada de 
Florencia.  

 

8.3. Por lo anterior, se revocará la decisión impugnada, proferida el 12 de marzo 
de 2018 por la Sección Segunda, Subsección “B” del Consejo de Estado, que 
negó las pretensiones de la acción de tutela de la referencia, y, en su lugar, 
concederá el amparo del derecho fundamental al debido proceso invocado por La 
Previsora S.A. Compañía de Seguros.  

 

En consecuencia, se dejará sin efectos el numeral segundo la sentencia del 29 
de junio de 2017, proferida por el Tribunal Administrativo de Caquetá, relativo a la 
condena del llamado en garantía, y se le ordenará a dicha autoridad judicial que 
dentro de los veinte (20) días siguientes a la notificación de esta providencia, 
profiera una sentencia complementaria en la que analice la responsabilidad de 
la Previsora S.A. Compañía de Seguros, de conformidad con la normativa que 
consagra el contrato de seguro en la modalidad claims made o de reclamación 
hecha y las cláusulas del contrato suscrito, y en la que sean tenidas en cuenta las 
consideraciones hechas en la presente providencia. 

 

En mérito de lo expuesto, la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre de la 
República y por autoridad de la ley, 

 



FALLA 

 

1. Revocar la sentencia impugnada, proferida el 12 de marzo de 2018 por el 
Consejo de Estado, Sección Segunda – Subsección "B", y en su lugar, amparar el 
derecho fundamental al debido proceso de La Previsora S.A. Compañía de 
Seguros, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 

2. Por lo anterior, dejar sin efectos el numeral segundo de la sentencia del 
29 de junio de 2017, proferida por el Tribunal Administrativo del Caquetá, relativo a 
la condena a la llamada en garantía, La Previsora S.A. Compañía de Seguros, 
dentro del proceso de reparación directa con radicación N° 18001-33-31-001-
2009-00138-00. 

 

3. En consecuencia, ordenar al Tribunal Administrativo del Caquetá, que 
dentro de los veinte (20) días siguientes a la notificación de esta providencia, 
profiera una sentencia complementaria en la que analice la responsabilidad de 
la Previsora S.A. Compañía de Seguros, de conformidad con la normativa que 
consagra el contrato de seguro en la modalidad claims made o de reclamación 
hecha y las cláusulas generales de la póliza No. 1001433, y en la que sean 
tenidas en cuenta las consideraciones hechas en la presente providencia. 

 

4. Enviar a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

Cópiese, notifíquese y cúmplase 

 

Esta sentencia se estudió y aprobó en sesión celebrada en la fecha. 
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DEMANDADO: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL VALLE DEL CAUCA
LEYDY VIVIANA MOJICA PEÑA, identificada con la cédula de ciudadanía N° 63.511.668 de
Bucaramanga, mayor
de edad y vecina de la misma ciudad, actuando en mi condición de Representante Legal,
Judicial y Extrajudicial de
LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS, identificada con NIT. 860.002.400-2,
sociedad de economía
mixta del orden nacional, sometida al régimen de las Empresas Industriales y Comerciales
del Estado, vinculada al
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con domicilio en Bogotá D.C., la cual recibirá
notificaciones al correo
electrónico notificacionesjudiciales@previsora.gov.co, todo lo cual acredito mediante
certificado adjunto expedido
por la Superintendencia Financiera de Colombia, manifiesto que confiero poder especial,
amplio y suficiente a
GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA, abogado en ejercicio, identificado con la cédula de
ciudadanía No.
19.395.114 y portador de la tarjeta profesional No. 39.116 del C.S. de la J., el cual recibirá
notificaciones al correo
electrónico notificaciones@gha.com.co, para que promueva acción de tutela contra el
TRIBUNAL
ADMINISTRATIVO DEL VALLE DEL CAUCA por la sentencia de segunda instancia del 28 de
junio de 2024
proferida en el marco de la demanda promovida por DUVAR ALEXIS QUIÑONEZ CUERO y
otros contra la RED
DE SALUD ORIENTE ESE Y OTROS, bajo radicado 76001-33-33-018-2016-00189-01.
Solicito reconocer personería al mandatario para los fines de la gestión encomendada en
los términos del artículo
77 del Código General del Proceso, incluyendo la facultad de sustituir este poder. Las
facultades de conciliar,
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desistir y transigir, están sujetas a la autorización previa del Comité de Conciliación y
Defensa Judicial de la
Compañía.
Atentamente, 

 

27/9/24, 16:17 Correo: Notificaciones GHA - Outlook

https://outlook.office.com/mail/notificaciones@gha.com.co/id/AAQkADQ1ZTIwMjEzLWYxYTYtNDIxOS04OTJjLTM2Y2YxYzI4NTE2YQAQAFvYXUyR8… 2/2



CERTIF
IC

ADO V
ÁLID

O E
MIT

ID
O P

OR L
A S

UPERIN
TENDENCIA

 F
IN

ANCIE
RA D

E C
OLOMBIA

 

 

 

 

EL SECRETARIO GENERAL

En ejercicio de las facultades y, en especial, de la prevista en el artículo 11.2.1.4.59 numeral 10 del decreto
2555 de 2010, modificado por el artículo 3 del decreto 1848 de 2016.

CERTIFICA

RAZÓN SOCIAL: La Previsora S.A. Compañía de Seguros, y podrá usar la sigla "LA PREVISORA S.A."

NIT: 860002400-2

NATURALEZA JURÍDICA: Sociedad de Economía Mixta del Orden Nacional, sometida al régimen de las
empresas comerciales e industriales del Estado, dotada de personería jurídica, autonomía administrativa y
capital independiente vinculada al Ministerio de Hacienda y Crédito Público (Decreto 1133 del 29 de junio de
1999). Entidad sometida al control y vigilancia por parte de la Superintendencia Financiera de Colombia.

CONSTITUCIÓN Y REFORMAS: Escritura Pública No 2146 del 06 de agosto de 1954 de la Notaría 6 de
BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  Sociedad de Economía Mixta del Orden Nacional, , sometida al régimen de las
empresas comerciales e industriales del Estado, dotada de personería jurídica, autonomía administrativa y
capital independiente vinculada al Ministerio de Hacienda y Crédito Público (Decreto 1133 del 29 de junio de
1999).
Escritura Pública No 0144 del 01 de febrero de 1999 de la Notaría 10 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).
Adicionada por Escritura Pública 373 del 2 de marzo de 1999, de la Notaría 10ª de Santafé de Bogotá D.C., se
protocolizó el acuerdo de fusión, mediante el cual LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS absorbe a
SEGUROS TEQUENDAMA S.A., quedando esta última disuelta sin liquidarse.
Escritura Pública No 0431 del 05 de marzo de 2004 de la Notaría 22 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).
Escritura Pública No 0930 del 30 de abril de 2024 de la Notaría 69 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  cambia su
denominación de  LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS por La Previsora S.A. Compañía de
Seguros, y podrá usar la sigla "LA PREVISORA S.A."

AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO: Resolución S.B. 514 del 26 de agosto de 1954

REPRESENTACIÓN LEGAL: PRESIDENTE. La administración de la Sociedad estará a cargo del Presidente,
quien será elegido, evaluado y removido por la Junta Directiva. La elección se hará a través de un proceso de
selección coordinado por el Comité de Gobierno Corporativo o el Comité que haga sus veces. Cumplirá todas
aquellas funciones que se relacionen con la organización y funcionamiento que no se hallen expresamente
atribuidas a otra autoridad. FUNCIONES Y ATRIBUCIONES. Son funciones y atribuciones del Presidente de la
Compañía: 1. Formular la política general de la compañía, el modelo integrado de planeación y gestión y los
planes y programas, de conformidad con la ley y bajo las directrices de la Junta Directiva. 2. Orientar y dirigir
los planes y programas que debe desarrollar la compañía, según su objeto, las directrices de la Asamblea de
Accionistas y de la Junta Directiva, y las políticas del Gobierno Nacional. 3. Impartir directrices para la
ejecución de las actividades comerciales de la compañía. 4. Ejercer la representación legal de la compañía. 5.
Constituir mandatarios que representen a la compañía en los asuntos judiciales y extrajudiciales. 6. Presentar
los estados financieros a la Asamblea General de Accionistas y a la Junta Directiva en los plazos y términos
señalados en la ley y los Estatutos. 7. Convocar a la Asamblea General de Accionistas y a la Junta Directiva a
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sesiones ordinarias y extraordinarias, de acuerdo con lo señalado en los Estatutos y en las demás normas que
regulen la materia. 8.Designar y remover a los funcionarios de la Alta Gerencia, sin perjuicio de que, en los
casos que los mismos requieran ostentar funciones de representación legal, las mismas deban ser otorgadas
por la Junta Directiva. 9. Proponer a la Junta Directiva los proyectos de organización interna, escalas salariales
y planta de personal de los trabajadores oficiales. 10. Distribuir y reclasificar los cargos de la compañía
aprobados en las diferentes dependencias y ubicar el personal teniendo en cuenta la estructura, los planes, los
programas y las necesidades del servicio de la compañía, mediante acto administrativo, de acuerdo con el
número de empleos autorizados por el Gobierno Nacional y en todo caso atendiendo los límites de planta allí
establecidos. 11.Vincular a los trabajadores de la compañía de acuerdo con las leyes laborales y el
procedimiento señalado en los Estatutos y demás normas, salvo al Jefe de Control Interno cuya nominación
corresponde al Presidente de la República. 12. Someter a aprobación de la Junta Directiva el proyecto de
presupuesto de ingresos y gastos de la compañía de acuerdo con lo señalado en la ley y en los Estatutos de la
compañía. 13. Ordenar los gastos con cargo al presupuesto de la compañía, de acuerdo con las normas sobre
la materia. 14. Celebrar los contratos que requiera la compañía para su normal funcionamiento de conformidad
con las disposiciones legales vigentes. 15.Ejercer el control administrativo sobre la ejecución del presupuesto
de la compañía. 16.Conocer y fallar en segunda instancia los procesos disciplinarios que se adelanten contra
los trabajadores y ex trabajadores de la compañía. 17. Adoptar el Reglamento Interno de Trabajo, los manuales
de políticas, procesos y procedimientos y los necesarios para el cumplimiento de los objetivos de la compañía.
18. Dirigir la implementación del Sistema de Gestión Integral, garantizar el ejercicio de control interno y
supervisar su efectividad y la observancia de sus recomendaciones. 19. Delegar previa autorización de la Junta
Directiva alguna o algunas de sus atribuciones y funciones delegables en los Vicepresidentes, Secretaría
General, Gerentes de Casa Matriz y de Sucursales y/o en otros cargos de manejo y confianza. 20. Crear las
dependencias, agencias y sucursales que considere necesarias, previa autorización de la Junta Directiva, de
acuerdo con el número de empleos autorizados por el Gobierno Nacional y en todo caso atendiendo los límites
de planta allí establecidos. 21. Crear los grupos internos de trabajo que se requieran, según las necesidades de
la compañía, y determinar sus funciones para optimizar el funcionamiento de la Entidad. 22. Las demás
funciones que le señale la ley, los Estatutos, la Asamblea General de Accionistas, la Junta Directiva, y las
demás disposiciones que le sean aplicables. VACANCIAS DEL PRESIDENTE. En caso de ausencia temporal
del Presidente, y hasta tanto la Junta Directiva efectúe un nombramiento provisional o en propiedad, obrará
como Presidente Suplente el Secretario General y, en ausencia de este, ejercerá dicha suplencia el
Vicepresidente Financiero, o el Vicepresidente Comercial, en ese orden. Si la falta del Presidente fuere
absoluta, asumirá el cargo el Secretario General mientras la Junta Directiva provee el cargo en propiedad. En
cualquier caso, deberá atenderse el término previsto en la legislación para la designación de presidentes de
entidades financieras. Para estos efectos, la Junta Directiva se deberá apoyar en una firma o persona
especializada en la búsqueda y selección de candidatos, la cual será contratada por la Entidad.
VICEPRESIDENTES Y SECRETARIO GENERAL. Los Vicepresidentes y el Secretario General, quienes serán
designados y removidos de sus funciones por el Presidente de la Compañía, tendrán en el ejercicio de sus
funciones asignadas, delegadas u otorgadas en encargo, la representación legal de la compañía, dependiendo
en todo caso directamente del Presidente de la misma. Ejercerán las atribuciones y cumplirán con los deberes
que le señale el Presidente, y desempeñarán las funciones que en ellos delegare éste, de acuerdo con lo
previsto en estos estatutos. La Sociedad tendrá un Secretario General, que podrá ser designado y removido de
esta función por el Presidente, y a cuyo cargo estará actuar como Secretario de la Asamblea General de
Accionistas y de la Junta Directiva de la Compañía; en tal carácter deberá atender todo lo relacionado con
estas materias y ejercer las demás funciones que le delegue o encargue el Presidente de la Sociedad, de quien
dependerá directamente. Sin embargo, para que el Secretario General ejerza la representación legal de la
Sociedad, deberá ser designado como representante legal por la Junta Directiva.  DE LAS
REPRESENTACIONES LEGALES, JUDICIALES Y/O EXTRAJUDICIALES. La sociedad tendrá los gerentes de
sucursal que estime conveniente su Presidente, quienes al igual que sus suplentes tendrán la representación
legal de la compañía previa aprobación de la Junta Directiva; para presentar propuestas en procesos de
contratación públicos y privados, celebrar y ejecutar los actos y contratos que se deriven de éstos, participar en
procesos de contratación directa, concursos e invitaciones, en el ámbito de su competencia. Ejercerán así
mismo la representación legal de la compañía en materia administrativa, financiera, jurídica, de seguros y
comercial, de conformidad con las facultades que le sean delegadas y/u otorgadas en encargo. Los
subgerentes de sucursal serán suplentes de sus correspondientes gerentes. En aquellas sucursales en las
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cuales no existe el cargo de subgerente de sucursal, será designado otro funcionario como suplente del
gerente. De igual manera y de conformidad con lo indicado en el Decreto 1808 de 2017, Decreto 580 de 2019,
Decreto 1996 de 2017 o aquella norma que los modifique, adicione o sustituya y la Resolución No. 043 - de
2019 expedida por La Previsora S.A. o aquella norma que lo modifique, adicione o sustituye, los siguientes
cargos tendrán la representación legal, judicial y/o extrajudicial, así: VICEPRESIDENTE JURÍDICO; GERENTE
DE LITIGIOS; JEFES DE OFICINAS DE INDEMNIZACIONES (ZONAS CENTRO, NORTE Y OCCIDENTE):
Ejercer la representación legal, judicial y extrajudicial de la compañía, en los litigios y demás acciones judiciales
o administrativas en que sea parte la compañía. GERENTE DE TALENTO HUMANO; SUBGERENTE DE
ADMINISTRACIÓN DE PERSONAL: Ejercer como representante legal de la compañía, en asuntos laborales y
administrativos cuando se requiera; GERENTE DE INDEMNIZACIONES GENERALES Y PATRIMONIALES;
GERENTE DE INDEMNIZACIONES AUTOMÓVILES; GERENTE DE INDEMNIZACIONES SOAT, VIDA Y
ACCIDENTES PERSONALES: Ejercer la representación legal, judicial y extrajudicial, en los litigios y demás
acciones judiciales o administrativas en que sea parte la compañía. Así mismo, representar a la compañía en
las diligencias judiciales y extrajudiciales originadas por siniestros, con la facultad de conciliar y transar en los
términos autorizados por el Comité de Defensa Judicial y Conciliación. SUBGERENTE DE RECOBROS Y
SALVAMENTOS: Representar a la compañía en procesos de recobro judicial y extrajudicial; SUBGERENTE
DE PROCESOS JUDICIALES, SUBGERENTE DE PROCESOS DE RESPONSABILIDAD FISCAL Y
ADMINISTRATIVOS: Representar a la sociedad ante todas las autoridades de los órdenes judicial y
administrativo y para los efectos a que hubiere lugar; GERENTE JURÍDICO: Ejercer por delegación la
representación judicial y extrajudicial de la compañía.  (E.P. 930 del 30/04/2024 Not. 69 de Bogotá D.C.).
Que figuran posesionados y en consecuencia, ejercen la representación legal de la entidad, las siguientes
personas:

NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Ramon Guillermo Angarita Lamk
Fecha de inicio del cargo: 19/10/2023

CC - 13507958 Presidente

Benjamín Galán Otálora
Fecha de inicio del cargo: 25/10/2018

CC - 80425713 Vicepresidente Financiero

Paola María Mercado Cabrales
Fecha de inicio del cargo: 02/06/2022

CC - 50911467 Vicepresidente Comercial

Leydy Viviana Mojica Peña
Fecha de inicio del cargo: 28/07/2022

CC - 63511668 Secretaria General

Luis Danilo Hernández Azula
Fecha de inicio del cargo: 27/05/2024

CC - 79384076 Representante Legal Suplente en
calidad de Vicepresidente
Técnico

Leydy Viviana Mojica Peña
Fecha de inicio del cargo: 19/12/2023

CC - 63511668 Vicepresidente Jurídico
encargado

Soranye Duque Valdés
Fecha de inicio del cargo: 11/04/2022

CC - 31448412 Representante Legal Judicial y
Extrajudicial en Calidad de Jefe
de Oficina de Indemnizaciones
Zona Occidente

José Bernardo Alemán Cabana
Fecha de inicio del cargo: 12/10/2018

CC - 79672347 Representante Legal Judicial y
Extrajudicial en Calidad de Jefe
de Oficina de Indemnizaciones
Zona Centro

Adriana Orjuela Martínez
Fecha de inicio del cargo: 12/04/2018

CC - 51981720 Representante Legal Judicial y
Extrajudicial en Calidad de
Subgerente de Recobros y
Salvamentos
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NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Miguel Escobar Botero
Fecha de inicio del cargo: 19/02/2021

CC - 1152195263 Representante Legal Judicial y
Extrajudicial en Calidad  Jefe de
Oficina de Indemnizaciones Zona
Norte

Felipe Andrés Arrázola Guerra
Fecha de inicio del cargo: 08/08/2024

CC - 72283142 Vicepresidente de Desarrollo
Corporativo

Miguel Ángel Valois Rubiano
Fecha de inicio del cargo: 01/08/2024

CC - 80000516 Vicepresidente de
Indemnizaciones

Milagros Del Carmen Sarmiento Ortíz
Fecha de inicio del cargo: 09/07/2024

CC - 1129568000 Representación Legal Judicial y
Extrajudicial como Gerente
Jurídica

Javier Diaz Forero
Fecha de inicio del cargo: 12/07/2024

CC - 79459543 Representación Legal Judicial y
Extrajudicial como Gerente de
Indemnizaciones Seguros
Generales y Patrimoniales

Cristian Gerardo Gómez Zuleta
Fecha de inicio del cargo: 08/06/2023

CC - 1144043872 Representante Legal en Asuntos
Laborales y Administrativos en
Calidad de Subgerente de
Administración de Personal  (Sin
perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 164 del Código de
Comercio, con información
radicada con el número
2024002797-000 del día 11 de
enero de 2024, la entidad informa
que, con Acta 1191 del  30 de
noviembre de 2023, fue removido
del cargo de Representante
Legal en Asuntos Laborales y
Administrativos en Calidad de
Subgerente de Administración de
Personal . Lo anterior de
conformidad con los efectos
establecidos por la Sentencia C-
621 de julio 29 de 2003 de la
Constitucional)
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NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Sandra Milena Salamanca Gutiérrez
Fecha de inicio del cargo: 20/04/2023

CC - 52797206 Representante Legal Judicial y
Administrativo como Subgerente
de Procesos de Responsabilidad
Fiscal y Procesos Administrativos
(Sin perjuicio de lo dispuesto en
el artículo 164 del Código de
Comercio, con información
radicada con el número
2024033488 del día 8 de marzo
de 2024, la entidad informa que,
con Acta 1194  del  25 de enero
de 2024, fue removido del cargo
de Representante Legal Judicial
y Administrativo como
Subgerente de Procesos de
Responsabilidad Fiscal y
Procesos Administrativos . Lo
anterior de conformidad con los
efectos establecidos por la
Sentencia C-621 de julio 29 de
2003 de la Constitucional)

Joan Sebastián Hernández Ordoñez
Fecha de inicio del cargo: 14/02/2019

CC - 1014214701 Representante Legal Judicial y
Administrativo en Calidad de
Subgerente de Litigios  (Sin
perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 164 del Código de
Comercio, con información
radicada con el número
2022197699-000-000 del día 23
de diciembre de 2022, que con
documento del 23 de noviembre
de 2022 renunció al cargo de
ViceRepresentante Legal Judicial
y Administrativo en Calidad de
Subgerente de Litigios  y fue
aceptada por la Junta Directiva
Acta No. 1172 del 24 de
noviembre de 2022.  Lo anterior
de conformidad con los efectos
establecidos por la Sentencia C-
621 de julio 29 de 2003 de la
Constitucional).
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NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Janneth Rocío Badillo Siatama
Fecha de inicio del cargo: 11/05/2023

CC - 52427274 Representante Legal Judicial y
Extrajudicial en calidad de
Gerente de Litigios (Sin perjuicio
de lo dispuesto en el artículo 164
del Código de Comercio, con
información radicada con el
número 2024033489 del día 8 de
marzo de 2024, la entidad
informa que, con Acta 1194  del
25 de enero de 2024, fue
removido del cargo de
Representante Legal Judicial y
Extrajudicial en calidad de
Gerente de Litigios . Lo anterior
de conformidad con los efectos
establecidos por la Sentencia C-
621 de julio 29 de 2003 de la
Constitucional)

Cristian Gerardo Gómez Zuleta
Fecha de inicio del cargo: 14/10/2023

CC - 1144043872 Representante legal en asuntos
laborales y administrativos, en
calidad de Gerente de Talento
Humano encargado (Sin perjuicio
de lo dispuesto en el artículo 164
del Código de Comercio, con
información radicada con el
número 2024008108-000 del día
24 de enero de 2024, la entidad
informa que, con Acta 1191 del
30 de noviembre de 2023, fue
removido del cargo de
Representante legal en asuntos
laborales y administrativos, en
calidad de Gerente de Talento
Humano encargado . Lo anterior
de conformidad con los efectos
establecidos por la Sentencia C-
621 de julio 29 de 2003 de la
Constitucional)

RAMOS: Resolución S.B. No 5148 del 31 de diciembre de 1991 Agrícola, (con Circular Externa 008 del 21 de
abril de 2015 se incorpora este ramo, en el ramo de Seguro Agropecuario. Así las cosas, el ramo de seguro
Agropecuario estará conformado por los ramos Agrícola, semovientes, así como otros relacionados con
recursos naturales, vegetales y animales), automóviles, aviación, corriente débil, cumplimiento, incendio, lucro
cesante, manejo, montaje y rotura de maquinaria, navegación, responsabilidad civil, riesgos de minas y
petróleos, seguro obligatorio de accidentes de tránsito, sustracción, terremoto, todo riesgo para contratistas,
transportes, vidrios, accidentes personales, colectivo de vida, pensiones, salud, y vida grupo.
Resolución S.B. No 665 del 01 de julio de 1997 desempleo
Circular Externa No 052 del 20 de diciembre de 2002 El ramo de riesgos de minas y petróleos, se denominará
en adelante ramo de minas y petróleos.
Resolución S.F.C. No 1457 del 30 de agosto de 2011 Se revoca la autorización concedida a La Previsora S.A.
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compañía de Seguros para operar los ramos de Seguro Colectivo de Vida y Salud
Resolución S.F.C. No 1003 del 10 de agosto de 2018 Se revoca la autorización concedida a La Previsora S.A.
Compañía de Seguros para operar el ramo de Seguros de Pensiones, hoy denominado Seguros de Pensiones
Voluntarias
Oficio No 2022037686-015 del 28 de marzo de 2022 autoriza el ramo de Seguro Decenal

NATALIA CAROLINA GUERRERO RAMÍREZ
SECRETARIA GENERAL

"De conformidad con el artículo 12 del Decreto 2150 de 1995, la firma mecánica que aparece en este texto
tiene plena validez para todos los efectos legales."
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